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SEÑOR PRESIDENTE (Washington Abdala).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Agradecemos al doctor Martín Risso Ferrand la buenísima voluntad que tiene para compartir con nosotros 
algo de su tiempo, en relación a la mirada jurídica vinculada al Protocolo Constitutivo del Parlamento del 
MERCOSUR. El doctor Risso sabe que este tema está en carpeta en la Cámara de Diputados; tenemos 
agendada una sesión al respecto; creo que el martes próximo, a la hora 16, el tema va a ser efectivamente 
abordado. Es cierto que ha habido algunos posicionamientos previos en el Senado pero, como corresponde al 
funcionamiento bicameral, la Cámara de Representantes entiende pertinente consultar a algunos especialistas, 
como es su caso, a los efectos de arrojar un poco de luz sobre este capítulo que tiene algún nivel de 
trascendencia para la República. 


SEÑOR RISSO FERRAND.- En primer término, corresponde señalar que el agradecido soy yo. Es un 
honor y un gusto ser citado por una Comisión parlamentaria. Si mi opinión sirve para algo, la brindo 
con muchísimo gusto. 


En cuanto a este proyecto de ley de artículo único que aprueba el Protocolo Constitutivo del Parlamento del 
MERCOSUR, debo decir que yo venía siguiendo el tema por la prensa sin conocer el texto y cuando lo leí 


me generó ahora alguna duda o perplejidad. 


Si la Comisión lo entiende pertinente, en unos pocos minutos haré referencia al problema teórico 
constitucional que se genera con la Constitución uruguaya -y no es un problema menor- y con los demás 
países del MERCOSUR desde el punto de vista constitucional; luego me referiré al proyecto del Parlamento 
del MERCOSUR y, por último, haré alguna consideración final para quedar a disposición de los señores 
Representantes por cualquier consulta. 


En cuanto a las consideraciones teóricas, creo que el tema es bastante sencillo y que lo que tenemos que 
hacer son algunas disquisiciones y precisiones. El punto de partida para analizar la existencia de un 
Parlamento regional o de cualquier órgano supranacional, necesariamente, tiene tres patas. La primera pata es 
el principio de soberanía desde el punto de vista interno, que aparece en el artículo 2” de la Constitución, que 
dice que el Uruguay es independiente de todo poder extranjero. Ese es un primer elemento que no puede ser 
desconocido. En segundo lugar, es básico tener presente el artículo 4*, que atribuye la titularidad de la 
soberanía a la nación, sin excepciones. En tercer término -posiblemente, sea el elemento más importante-, el 
inciso segundo del artículo 82 establece cómo se ejerce la soberanía; señala que es ejercida por el cuerpo 
electoral y por los Poderes representativos que establece la Constitución. No hay referencia a otro tipo de 
Órganos que puedan ejercitar la nacionalidad. 


Dado este punto de partida, corresponden dos distinciones muy obvias pero necesarias. Primero, tenemos la 
distinción que corresponde hacer entre lo que se llama normalmente el Derecho de la Integración y el 
Derecho Comunitario. El Derecho de la Integración refiere a normas de Derecho Internacional Público y, 
normalmente, está comprendido por los tratados constitutivos de un proceso de integración. El Tratado de 
Asunción y los protocolos posteriores, en tanto establecen y ajustan el funcionamiento del MERCOSUR, 
forman parte de lo que se conoce técnicamente como Derecho de la Integración. Dentro del proceso de 
integración, aparece un segundo nivel de normas jurídicas que no tenemos en el MERCOSUR: las normas 
comunitarias, que corresponden a un nivel más avanzado de integración. Son normas emanadas de órganos 
supranacionales, que no tenemos en la actualidad en el MERCOSUR. A veces se habla de que el Derecho de 
la Integración es el Derecho constitutivo o el Derecho primario, y el Derecho Comunitario es el Derecho 
Secundario o Derecho Derivado: esa es la expresión que más se utiliza en la materia. 


Pido excusas porque no he podido revisar la Constitución de Venezuela; solamente pude analizar las 
Constituciones de los cuatro países originales del MERCOSUR. 


En cuanto al Derecho comunitario, señalo un problema que presenta el MERCOSUR: dos de las 
Constituciones vigentes, la argentina y la paraguaya, expresamente refieren al Derecho Comunitario, 
mientras que las otras dos, la brasileña y la uruguaya, no dicen una sola palabra. Ello genera un problema 
verdaderamente grave en el MERCOSUR. Hay que agregar un segundo problema: que Argentina y Paraguay 
regulan el Derecho Comunitario de distinta forma. Argentina -aplicando la solución correcta técnicamente- 
reconoce a las normas comunitarias rango supralegal, mientras que Paraguay les reconoce rango infralegal. 
Esto significa que una norma comunitaria en Argentina no puede ser modificada por una ley, pero en 
Paraguay sí, lo cual demuestra que tenemos un desajuste totalmente incompatible con todo proceso de 
integración. 


Este concepto de Derecho Comunitario está íntimamente vinculado al concepto de supranacionalidad. Los 
Órganos supranacionales se diferencian de los intergubernamentales. En estos últimos, normalmente, están 
representados todos los Estados y las decisiones se suelen tomar por consenso. Además, son normas que no 
se aplican directamente en los Estados miembros sino que requieren algún proceso de conversión o 
aceptación por parte de cada uno de ellos. Aunque hay matices, una de las definiciones técnicas más 
aceptadas de lo que es supranacionalidad sería la siguiente. Podríamos decir que el concepto de 
supranacionalidad refiere a la aptitud o capacidad de un órgano internacional comunitario para tomar 
decisiones "erga omnes" que afecten las relaciones exteriores o asuntos internos del Estado, sin el previo 
consentimiento de este. 


Esta es la definición de órgano supranacional. Se incluyen en esta definición dos aspectos: competencia de 
los órganos supranacionales -que tienen que tener capacidad de decisión- y la aplicación directa en los 
Estados miembros. La consecuencia más clara -pensemos en la Unión Europea- es que la decisión de un 
órgano supranacional se aplica automáticamente en cualquier país de la Unión, incluso en el caso de que los 


representantes de ese Estado en el órgano que expidió el acto hayan votado en contra. Ese es el concepto de 
supranacionalidad que todavía no tenemos hoy en el MERCOSUR. 


Desde este punto de vista, si comparamos las Constituciones de los Estados miembros del MERCOSUR, 
vemos que tenemos problemas bastante serios. La Constitución de Argentina de 1994, que en este aspecto es 
la más moderna del MERCOSUR y la mejor técnicamente, expresamente dice, en el inciso primero del 
numeral 24. del artículo 75 que el Congreso puede "Aprobar tratados de integración que deleguen 
competencias y jurisdicción a organizaciones supraestatales" -específicamente, se habla de la supraestatalidad 
y de la posibilidad de que los órganos internos de Argentina deleguen su competencia en estos- "en 
condiciones de reciprocidad e igualdad. El inciso finaliza diciendo que "Las normas dictadas en su 
consecuencia" -es decir, las normas comunitarias, las normas derivadas de los tratados de integración- "tienen 
jerarquía superior a las leyes". 


En la Constitución paraguaya encontramos que hay una clara referencia la supranacionalidad. En el 

artículo 147 se habla expresamente del orden jurídico supranacional y se habilita a Paraguay a integrarse en 
ordenamientos jurídicos supranacionales. Sin embargo, tiene el matiz jurídico que mencionaba respecto a la 
Constitución argentina: al Derecho Comunitario le reconoce rango infraconstitucional. 


La Constitución brasileña de 1988 tiene una sola referencia muy genérica en el artículo 4%, que dice que "La 
República Federativa del Brasil buscará la integración económica, política, social y cultural de los pueblos de 
América Latina, con vistas a la formación de una comunidad latinoamericana de naciones". Esta mención a la 
comunidad de naciones ha determinado que algunos entiendan que hay una referencia a la supraestatalidad, 
pero coincidamos en que no es algo claro. 


La Constitución uruguaya no dice nada. La única referencia que tenemos sobre este tema es una norma 
programática y que, por lo tanto, no tiene efecto jurídico, que es el inciso segundo del artículo 6”. En nuestro 
país, salvo la interpretación de hace unos cuantos años del doctor Viera y del doctor Correa Freitas -aunque 
creo que este último modificó su posición con posterioridad-, ha existido cierta unanimidad doctrinal en 
cuanto a que Uruguay no puede, en el marco constitucional actual, acceder a niveles de integración que 
impliquen supranacionalidad. Hay una cantidad de trabajos, libros, artículos y publicaciones que han venido 
señalando que para que Uruguay pueda seguir avanzando en el proceso de integración actual necesariamente 
debe modificar su Constitución. No sólo debe hacerlo Uruguay sino los cuatro países, porque en un proceso 
de integración todos los Estados miembros tiene que tener la misma solución constitucional. Es lo que pasó 
en Europa, donde todos los Estados tuvieron que ajustar algunas cosas de su Constitución. 


Este es un tema muy viejo. La opinión señera en este aspecto fue la del Profesor Héctor Gros Espiell de 1964, 
aunque en 1992 le agregó un matiz; también podemos citar a Korzeniak. Prácticamente toda la doctrina que 
se ha referido a este tema considera que Uruguay no puede acceder, en el marco constitucional actual, a 
soluciones de supranacionalidad. Me parece claro que es así. No podemos llegar a un nivel de 
supranacionalidad, porque lo impide el artículo 2” de la Constitución y la referencia del artículo 4” que dice 
que la titularidad de la Nación radica en la Nación. Especialmente, lo prohibe el inciso segundo del 

artículo 82, que dice que la soberanía será ejercida por el Cuerpo Electoral y por los Poderes constituidos, o 
sea,los tres Poderes que establece la Constitución. Hay algunos otros artículos también referidos a los 
Poderes de Gobierno que creo que confirman con bastante claridad esta situación. 


En mi opinión, surge con bastante claridad de la Constitución que, para acceder a un nivel de 
supranacionalidad, Uruguay requiere una previa modificación constitucional. Reitero que no sólo lo requiere 
Uruguay sino que los cuatro Estados necesitan una armonización; posiblemente, Argentina no la necesite; lo 
razonable sería que Paraguay, Uruguay y Brasil adoptáramos la solución de Argentina que es la mejor, la más 
moderna y la más correcta técnicamente. 


Esto desde el punto de vista teórico. A este tema sobre la posibilidad de este Parlamento del MERCOSUR lo 
venía siguiendo por la prensa. Sin embargo, cuando me encontré con el texto del Protocolo me llevé algunas 
sorpresas, basadas en lo siguiente. Ustedes saben mejor que yo, por su condición de parlamentarios, que 
desde la baja Edad Media -que es el momento en que, históricamente, hay una especie de convención en 
cuanto a que es cuando aparecen los orígenes del Parlamento moderno, no exactamente el parlamento actual- 
el Derecho Comparado nos ha presentado una gran variación entre los órganos legislativos; algunas de ellas 
son teóricas, como la diferencia sutil pero diferencia al fin que existe entre Congreso y Parlamento, que son 
cosas distintas o no exactamente coincidentes. También podemos encontrar Congresos jurídicamente muy 


poderosos como el de Estados Unidos y Parlamentos extraordinariamente débiles como el francés, y así 
podríamos seguir haciendo diferencias. Lo que sí hay son algunas características típicas y absolutamente 
ineludibles de un Parlamento. En primer término, la más evidente es que los Parlamentos aparecen, 
necesariamente, como los órganos representativos por excelencia; el Parlamento es el órgano o cuerpo con 
mayor representatividad de cualquier forma de Gobierno. Esa imagen un poco patética pero gráfica de que el 
Parlamento debería representar una suerte de fotocopia reducida de la sociedad, nos demuestra ese rol de 
representatividad que tiene. Pese a que algunos Parlamentos puedan ser débiles en comparación con otros, 
aparecen como sistema orgánicos realmente poderosos. Por ejemplo, es típico -ocurre habitualmente sin 
excepciones en el Derecho comparado- que los Parlamentos tengan la palabra final en los temas económicos, 
financieros y presupuestales; no me refiero a la parte de presupuesto o de proyecto, pero la palabra final la 
tienen los Parlamentos. Asimismo, son los únicos habilitados -en algunos casos, no en todos- para establecer 
limitaciones a los derechos humanos; ningún órgano que no sea un Parlamento representativo puede hacerlo. 
Vinculado con las dos potestades anteriores, los Parlamentos son los que aprueban los tributos y también son 
titulares de poderes de contralor. Hay muchos tipos de poderes de contralor, pero los del Parlamento sin lugar 
a dudas son los más poderosos, los más importantes; pensemos en la censura ministerial y en el juicio 
político. También hay una serie de atribuciones sumamente importantes del Parlamento, por ejemplo, para la 
designación de determinados funcionarios públicos, Jueces, integrantes del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, Fiscal de Corte, etcétera. Es decir que cuando hablamos de Parlamentos, en general 
hablamos de órganos poderosos, que toman decisiones y son sumamente importante. 


Fundamentalmente, lo que caracteriza al Parlamento -el nombre Poder Legislativo lo demuestra- es el 
ejercicio de la función legislativa. Por definición, no puede haber un Parlamento que no ejerza la función 
legislativa. Justamente, este es el acto de segundo nivel dentro del ordenamiento jurídico. 


En definitiva, hablar del Parlamento es hablar de uno de los grandes centros de gravedad -no siempre, esto es 
algo variable; es un problema político, no jurídico- de cualquier sistema; es uno de los órganos más 
importantes de cualquier sistema que se precie de tal. Este es el concepto de Parlamento que nos parece que 
no podemos discutir y que, en líneas generales, se mantiene en cuanto existen Parlamentos regionales. 


Me sorprendí cuando analicé este Protocolo, en la medida en que el Parlamento del MERCOSUR no es un 
Parlamento sino un órgano meramente asesor que no tiene poderes de decisión de ningún tipo y no ejerce 
función legislativa; prácticamente, es un órgano que da consejos. Esa es la primera constatación que hay que 
hacer. 


La segunda constatación es que el llamado Parlamento del MERCOSUR tampoco es un órgano 
supranacional. Es decir que, prácticamente, no se innova en la situación actual. 


La primera conclusión es que no hay objeciones desde el punto de vista constitucional para este Parlamento 
del MERCOSUR en la medida en que no hay supranacionalidad. Si este es un proceso -como parecería que 
es, y hasta podría ser razonable que lo fuera, más allá del problema constitucional- que va a ir avanzando, hay 
que tener presente que en la medida en que se le den poderes de decisión típicos de un Parlamento, 
inmediatamente esos actos sí se van a transformar en inconstitucionales. 


Obviamente, el Protocolo no fue negociado ni redactado en este Parlamento, pero me permito decir, con el 
máximo respeto, que fue un error llamarlo Parlamento. Creo que ello ha generado una gran cantidad de 
confusiones en la opinión pública. De hecho, las generó en mí; yo seguía el tema por la prensa pensando que 
se estaban dando los primeros pasos para crear una especie de Parlamento Europeo en el MERCOSUR, y 
ahora me encuentro con algo verdaderamente distinto. Quizás, hubiera sido más claro para la ciudadanía 
hablar de Foro Parlamentario u otro tipo de denominación que indicara que estamos hablando de un órgano 
de coordinación. 


En tercer lugar, en forma muy rápida -porque esto no forma parte de la labor de la Comisión; lo que ustedes 
tiene es un proyecto y aprueban el Protocolo o no-, me gustaría mencionar tres o cuatro situaciones un poco 
confusas o complejas que me plantea el articulado. El numeral 2) del artículo 4” señala como competencia del 
Parlamento el velar por la preservación del régimen democrático en los Estados parte, de conformidad con 
las Normas MERCOSUR y el Protocolo de Ushuaia. Quiero alertar que hay una diferencia muy grande entre 
esto y el Protocolo de Usuaria, que establece que si se produce un quiebre institucional en un Estado, ese país 
puede quedar fuera del MERCOSUR. Aquí se está hablando de velar por la preservación, aquí se está 
abriendo la puerta para que este Parlamento -o como lo queramos llamar- tenga incidencia interna en todos 


los asuntos de los Estados Parte: pidiendo información, emitiendo declaraciones, vaya uno a saber en qué 
términos. Esta es la puerta para una injerencia interna verdaderamente importante, lo cual señalo 
especialmente por ser Uruguay el país más pequeño del MERCOSUR y, seguramente -no en el primera etapa 
pero sí después-, el que va a tener el menor número de legisladores. 


También me parece que este mismo artículo 4”, en su numeral 12, fundamentalmente en los últimos incisos, 
presenta una redacción que quizás no sea del todo clara. Es clara si la interpretamos contextualmente y 
partiendo de la base de que no hay supranacionalidad, pero me da la impresión de que tenemos que estar 
preparados porque estos últimos incisos pueden dar pie a que, a medida que esto avance, se cometan algunos 
excesos y en base a estas normas se pretenda tomar decisiones en el Parlamento del MERCOSUR. Entonces, 
si el Parlamento del MERCOSUR empezara a tomar decisiones, ahí sí aparecería un problema de 
inconstitucionalidad con nuestro Derecho interno. 


En cuanto al artículo 13, me resulta un poco curioso que pueda solicitar inspecciones consultivas al Tribunal 
Permanente de Revisión. Me parece que también dentro de un proceso de integración el principio de 
separación de Poderes funciona de otra forma. Es un artículo un poco atípico; no lo estoy criticando, pero 
digamos que no es una norma que sea habitual. 


Sí me llamó la atención el artículo 19, en el que, con precisión técnica, se dice cuáles son los actos que puede 
expedir este Parlamento: dictámenes, proyectos de normas, anteproyectos, declaraciones, recomendaciones, 
informes y disposiciones. Es un misterio qué quiere decir "disposiciones". Parece que "disposición" es 
sinónimo de "acto". Hay que tener cuidado para que esta referencia a "disposiciones" no sea el principio de 
que en el futuro determinadas mayorías en el Parlamento del MERCOSUR invoquen la posibilidad de tomar 
decisiones por mayoría. En ese caso, otra vez, el Uruguay -y también Brasil- tendría un problema bastante 
claro con su Derecho interno. 


Cumpliendo con mi anunciada brevedad, diría que desde el punto de vista teórico es bastante claro a esta 
altura que el Uruguay no puede ingresar en un nivel supraestatalidad sin modificar la Constitución. No estoy 
diciendo que no debamos, sino que antes tenemos que modificar la Constitución. No estoy opinando sobre si 
es buena o mala la supranacionalidad; solo digo que deberíamos modificar la Constitución. Además, insisto 
en que no basta con que nosotros la modifiquemos; también tienen que hacerlo por lo menos Brasil y 
Paraguay, y posiblemente Venezuela; sinceramente, no tuve tiempo de revisar la Constitución venezolana 
antes de venir. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Pintado) 


En cuanto al Protocolo, lo dicho: no veo problemas de inconstitucionalidad en este texto en la 
medida en que el Parlamento del MERCOSUR no es un Parlamento sino un órgano asesor, un órgano 
que puede generar algún tipo de confusiones. Sí hay que tener presente que si en su evolución esto se 
transforma efectivamente en un Parlamento o si en los hechos empiezan a tomar decisiones -porque las 
normas son vivas- que impliquen la creación de un derecho comunitario, en ese caso, habría un 
problema de inconstitucionalidad con respecto a la Constitución uruguaya. 


Básicamente, esto sería todo. 
SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer dos preguntas. 


La primera refiere a la naturaleza jurídica de este órgano. El doctor Risso sugirió algo al respecto, pero me 
gustaría que profundizara un poco delante de qué estamos. 


En cuanto a la segunda pregunta el doctor Risso también hizo alguna sugerencia, pero me gustaría que 
profundizara. En la medida en que se van a tomar decisiones de alguna naturaleza, ¿los riesgos de que estén 
viciadas implican que estarán viciadas de inconstitucionalidad o eventualmente puede haber algún otro 
problema? 


SEÑOR RISSO FERRAND.- En cuanto a la naturaleza, como dije, no creo que lo que se está creando 
pueda ser llamado Parlamento. Sería como llamar golero a una persona que no puede tocar la pelota 


con la mano dentro del área; podrá ser cualquier cosa menos un golero. Creo que no es un Parlamento, 
sino un órgano asesor; y entiendo que podría existir sin necesidad del Protocolo. Bastaría un acuerdo 
entre Jefes de Estado, y quizás un acuerdo entre Cancilleres, para crear un foro consultivo con la 
máxima representatividad política, y podría actuar y desarrollarse prácticamente de la misma manera. 
Creo que ni siquiera es necesaria la aprobación por ley de este Protocolo que, en definitiva, es una 
norma de Derecho Internacional Público. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Esta definición corre también para la segunda etapa, cuando ya hay actos 
electorales que convalidan la presencia de parlamentarios? 


SEÑOR RISSO FERRAND.- Creo que sí, porque el hecho de que haya un acto electoral para nombrar 
personas para un órgano asesor, en definitiva, parecería un exceso, porque nadie vota para nombrar 
asesores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el Uruguay se vota en el caso de las elecciones de los Consejos Vecinales, 
cuyos integrantes son asesores. 


SEÑOR RISSO FERRAND.- Pero ese caso sería para otro tema; tendríamos que ver el nuevo 
artículo 262 de la Constitución, de la reforma de 1997, que todavía no fue reglamentado por ley y que 
da pie para tener verdaderos órganos legales; pero el ejemplo hoy es correcto. 


Entiendo que el problema no está en la forma de elección, que podrá ser compartible o no, podrá ser excesiva 
o no. De todas formas, lo que sí se está dando es el inicio de un proceso. Eso es bastante claro y también es 
lícito. 


¿Cómo va a evolucionar este proceso? Puede evolucionar de dos formas o de las dos superpuestas. Una 
forma es como ha evolucionado el Tratado de Asunción desde su suscripción hasta el momento, con una 
pluralidad de normas que lo fueron ajustando y enriqueciendo. Esa sería la primera posibilidad, la habitual. Si 
ese es el camino, habrá que tener mucho cuidado, porque si Uruguay sigue sin modificar la Constitución, 
tendrá que ir viendo si cada una de esas modificaciones no están dando paso a la supraestatalidad, ya que en 
ese caso sería inconstitucional. 


Sí señalo que los órganos no son lo que las normas jurídicas dicen que son, sino que también van ajustando, 
creando y modificando las interpretaciones de las normas jurídicas. En relación a la interpretación evolutiva, 
más allá de discutirla teóricamente, tenemos que reconocer que existe. Existen determinadas prácticas 
aceptadas por todos que van funcionando y se transforman en normas jurídicas. Podría pasar que esta norma - 
en cuyo texto no advierto problemas de inconstitucionalidad porque no hay supraestatalidad- diera paso a la 
existencia de un órgano que, en los hechos, empezara lenta o gradualmente a funcionar como supraestatal. En 
ese caso, empezarían a aparecer problemas de inconstitucionalidad, que es lo último. ¿Cuáles serían los 
riesgos? ¿Qué podría pasar? Sería una situación terrible para el Uruguay y el MERCOSUR que eso pasara en 
cualquier país, tanto en Uruguay, Paraguay o Brasil. Si este Parlamento, sea como sea, dictara un acto que 
implicara una contradicción con la Constitución, en la medida en que fuera un acto emanado de un órgano 
supraestatal no habilitado por la Constitución, ese acto sería nulo. Y esa nulidad podría ser declarada por 
cualquier Juez, porque la Constitución reserva la competencia para declarar la inconstitucionalidad de las 
leyes y de los decretos de los Gobiernos Departamentales a la Corte; pero cualquier Juez podría declarar que 
esa norma del Parlamento del MERCOSUR no se aplica. Con todo respeto, podríamos llegar a situaciones 
terribles como, por ejemplo, que el Juez de Paz de Fray Bentos no aplique una norma porque la considere 
ilegítima. Eso nos llevaría a una incertidumbre jurídica terrible. 


Por todo esto insisto en que hay que modificar la Constitución uruguaya, pero también la de los cuatro países. 
Debemos tener certeza de que las normas del Parlamento se van a aplicar en Uruguay, en Brasil, en Argentina 
y en Paraguay. De lo contrario, quedaríamos prácticamente librados al libre juego de esto. Brasil está en 
nuestra misma situación, allí se van a aplicar las normas que emanen del Parlamento, si los jueces brasileños 
quieren; no hay vuelta de hoja. Paraguay tiene el matiz que mencionaba anteriormente: las admite, pero están 
por debajo de las leyes; de manera que una ley paraguaya podría dejarlas sin efecto. Y los pobres argentinos - 
pobres en este caso-, que son los que tienen la mejor norma, son los únicos que quedarían realmente sujetos 
en un proceso de integración. 


No sé si con esto contesto la pregunta relativa a los riesgos. 
SEÑOR ABDALA.- Sí; le agradezco mucho. 


SEÑOR TROBO.- Quiero pedir disculpas por haber llegado tarde. Estaba bastante lejos, hice todos los 
esfuerzos para llegar en hora, pero no me fue posible. 


Obviamente, quería escuchar toda la exposición del doctor Risso, pero de todas maneras la voy a leer; pedí al 
Secretario de la Comisión que haga gestiones para que podamos contar con la versión taquigráfica lo antes 
posible. Además, como la Cámara está citada para el martes, tenemos que hacer un informe en el que figuren 
todos los antecedentes. 


Asimismo, como nosotros hicimos la propuesta de invitar a los doctores Risso, Martins y Cajarville, no 
queda muy bien que lleguemos tarde a la exposición de uno de ellos. 


Quiero hacer una pregunta que quizás ya fue respondida o por lo menos el doctor Risso rozó en alguna de sus 
explicaciones finales. Se proyecta que este órgano tendrá elección directa. ¿Es posible establecer por este 
instrumento la elección directa de este órgano obligando a Uruguay a realizar todos los actos y los 
procedimientos electorales que establece la Constitución o ese aspecto también debería estar incluido en la 
Constitución y, en consecuencia, habría que reformarla para que los actos que en el futuro este órgano 
pudiera llegar a dictar se aplicaran en Uruguay y no fueran sometidos a la nulidad por parte de un magistrado 
en particular? 


SEÑOR RISSO FERRAND.- En primer término, esto es una norma de derecho internacional público 
que requiere unanimidad. Quiere decir que esto estará vigente en Uruguay, en caso de que Uruguay lo 
acepte, a través de una ley; o sea que habría una ley que le daría el "status" correspondiente. 


La Constitución establece, y es absolutamente ineludible, la preceptividad de la elección popular, nacional o 
departamental para determinados cargos públicos. Eso no puede ser modificado por una ley. No puede una 
ley establecer que el cargo de Intendente no va a ser electivo o que los Intendentes serán electos por la Junta 
Departamental. Eso no podría ser. 


Al mismo tiempo, la Constitución establece otros procedimientos no electivos para la designación de 
determinados funcionarios. Para seguir con el ejemplo de un tema en boga -quizás no sea un buen ejemplo-, 
una ley o un tratado internacional no podrían establecer que el cargo de Fiscal de Corte fuera electivo. No 
podría hacerlo porque la Constitución establece un procedimiento distinto, común, para el Poder Ejecutivo y 
la Cámara de Senadores. 


En este caso nos encontramos con un caso parecido al de los órganos comunales; se trata de un órgano que no 
existe en el derecho uruguayo -es más, ni siquiera será un órgano estatal en el sentido estricto, sino 
internacional-, que establece para la elección el procedimiento de elección popular, que Uruguay aceptaría, si 
es que lo ratifica. Lo que decía anteriormente es que como se trata de un órgano asesor, parecería un exceso 
la elección popular para elegir asesores, pero no advierto que haya inconstitucionalidad. Si se quiere hacer 
elecciones para elegir asesores, se puede hacer. No veo un vicio jurídico concreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la presencia y las opiniones del doctor Risso Ferrand. 


Comparto la inquietud del señor Diputado Trobo en cuanto a recibir rápidamente la versión taquigráfica de 
las palabras de los tres invitados para contar con todo el material. 


(Se retira de Sala el doctor Risso Ferrand) 


La Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Representantes tiene el honor de recibir 
al doctor Gonzalo Aguirre, a quien queremos consultar acerca del Protocolo Constitutivo del 
Parlamento del MERCOSUR. 


SEÑOR TROBO.- En primer lugar, deseo agradecer la presencia del doctor Gonzalo Aguirre, quien ha 
tenido una participación muy activa en este tema por lo que, seguramente, lo conoce en profundidad. 
Nuestra preocupación, por lo menos en lo que respecta a lo que originó las convocatorias a los 
especialistas de Derecho Público que hemos sugerido, está en la línea del análisis de la 
constitucionalidad de la norma, o sea de la condición constitucional del acuerdo y sus particularidades. 
Esa es la perspectiva que nos interesa tener sobre el tema. 


SEÑOR AGUIRRE.- En primer lugar, quiero agradecer a la Comisión de Asuntos Internacionales de 
la Cámara de Representantes la invitación que me ha formulado para expresar en este ámbito mi 
opinión respecto a la constitucionalidad del Protocolo Constitutivo del Parlamento del MERCOSUR. 
En realidad, todos sabemos que se denomina Protocolo a lo que en realidad es un Tratado, es decir, un 
acuerdo de voluntades entre sujetos de Derecho Internacional, como son los Estados, el que, si tiene la 
aprobación parlamentaria y la ratificación de los cuatro Estados Parte, se convertirá en una norma de 
Derecho Internacional vinculante, es decir, obligatoria para los Estados que formamos parte del 
MERCOSUR. 


Yo ya estaba enterado de que el motivo concreto de la convocatoria era el que ha expresado el señor 
Diputado Trobo, en el sentido de que se tiene interés en saber si las normas de este Protocolo pueden tener 
aspectos que coliden con las disposiciones de la Constitución de la República. No obstante ello, en el curso 
de mi exposición quizá haga alguna consideración de carácter no estrictamente constitucional referida a los 
aspectos normativos y al contenido de este proyecto de Tratado. 


Como aquí se ha dicho, he tenido participación -ocasional, pero participación al fin, y de alguna importancia- 
en el proceso de elaboración del texto de este Protocolo, aunque no político, porque a solicitud del señor 
Senador Sergio Abreu, el año pasado -allá por los meses de mayo o junio- me integré a un grupo de carácter 
técnico que tenía cada país; el nuestro estaba integrado por el profesor Caetano -que estaba de viaje y no 
asistió-, por el hijo del Senador Korzeniak, el embajador Korzeniak, por el señor Lincoln Bizzozero y por el 
señor Gabriel Bidegain. En ese ámbito técnico trabajé junto a una colega delegada brasileña y a un joven 
abogado argentino -que tenían muy bien nivel técnico-, no con objetivos políticos, sino con la finalidad de 
pulir el texto, precisamente, en los aspectos técnico jurídicos. En dicho ámbito tuve la oportunidad de hacer 
algunas objeciones o proponer modificaciones para salvar eventuales críticas a la constitucionalidad del 
proyecto. Creo que no todas se salvaron, pero algunas, en cierta medida, sí. 


Hecha esta observación o puntualización de carácter inicial, creo que vale la pena revisar cuál es el contenido 
del Tratado, que no tiene un articulado demasiado extenso, pero que en definitiva cuenta con veintidós 
disposiciones, más algunas de carácter transitorio que hubo que introducir o prever por razones políticas para 
que hubiera un proceso de acomodamiento de la Constitución y de funcionamiento del Parlamento -si es que, 
finalmente, se llega a ello- a las realidades políticas de cada uno de los Estados Parte. 


El proyecto de Tratado comienza, como es obvio, por un artículo 1%, que se refiere a la constitución, es decir, 
cómo y cuándo comenzará este Parlamento y cuáles serán sus características básicas, por ejemplo, la de que 
será un órgano unicameral y que tendría que estar instalado, a más tardar, el 31 de diciembre de este año, lo 
que a esta altura parece utópico 


Luego hay dos normas que no tienen efecto vinculante -como decimos los abogados-, es decir, que no son de 
carácter obligatorio y que se limitan a una mera enunciación de fines a perseguir y de valores a defender, que 
son los artículos 2* y 3%, cuyos "nomen juris" son, respectivamente, "Propósitos" y "Principios". 


Luego viene el artículo 4”, que es uno de los básicos del proyecto, sobre todo desde el punto de vista de un 
análisis de constitucionalidad, porque es el que enuncia los poderes jurídicos del futuro Parlamento, de los 
cuales resultará si es o no un órgano legislativo facultado a dictar normas generales y obligatorias para los 
Estados Parte sobre materias que son de competencia constitucional de sus Parlamentos, en cuyo caso 
naturalmente que habría una tacha de inconstitucionalidad primaria y gruesa que habría que formular. No es 
así, por lo menos en términos groseros. 


Para llegar a esta afirmación debe relacionarse el artículo 4? con el artículo 19, que es el que enuncia los actos 
del Parlamento, es decir, bajo qué formas jurídicas este Parlamento puede emitir pronunciamientos con 
distintos grados de obligatoriedad. Ahora bien, si leemos el artículo 19 advertimos fácilmente que el 


Parlamento no puede sancionar ese tipo de normas, es decir, normas generales y obligatorias que son al 
mismo tiempo de competencia de los poderes legislativos de los Estados Parte. A lo sumo, puede dictar o 
emitir proyectos de norma y también anteproyectos. Dice el artículo 19, "Actos del Parlamento": "Son Actos 
del Parlamento: 1. Dictámenes;" -es decir, opiniones consultivas- "2. Proyectos de normas; 3. Anteproyectos 
de normas; 4. Declaraciones; 5. Recomendaciones; 6. Informes; y 7. Disposiciones". Las disposiciones serían 
las únicas de carácter vinculante, pero por su propio nombre nos damos cuenta de que no son normas de 
carácter general; son resoluciones de carácter administrativo con efectos en lo interno -pienso yo- del 
funcionamiento del Parlamento 


Quiere decir que, en concreto, de la interpretación armónica y contextual del artículo 4” con el artículo 19 
surge -para decirlo de la manera más fácilmente comprensible- que este Parlamento no va a poder legislar; no 
será en sí un órgano legislativo. Podrá ser sí un órgano de cooperación o de proposición en alguna medida en 
materias legislativas, pero no va a poder sancionar actos de carácter general que sean verdaderas leyes con 
eficacia y aplicabilidad en los Estados Parte. 


Ahora bien, como el artículo 4” es bastante extenso y tiene una larga serie de numerales -creo que son 22- me 
tomé el trabajo -para clarificar la exposición y la comprensión de todos- de clasificar las normas que contiene 
en varios grupos. Primero están las que no se ejercen mediante el dictado de actos jurídicos y que solo 
refieren a cuestiones y principios generales; son los numerales 1, 2 y 18. 


En segundo término, están las que refieren al relacionamiento con otros órganos del MERCOSUR y a 
cuestiones relativas al funcionamiento general del MERCOSUR; son varias: numerales 4, 5, 6, 7, 8, 11, 13, 
19 y 20. 


Luego están las que refieren a su relacionamiento institucional con los Parlamentos de los Estados Parte, que 
a mi juicio es una sola: el numeral 15. 


En cuarto lugar, están las que refieren a su relacionamiento con la sociedad civil y los habitantes de los 
Estados Parte: numerales 9 y 10. 


En quinto término -estas son las más importantes desde la óptica que tengo que darle a mi exposición-, están 
las que refieren a materia legislativa que, a su vez, pueden ser objeto de una subclasificación. 


En primer lugar, las emanadas de otros órganos del MERCOSUR que, según dice el numeral 12, "[...] 
requieran aprobación legislativa en uno o varios Estados Parte [...]". Aprovecho para decir que esta referencia 
a uno o varios Estados Parte parece imprecisa y hasta equivocada, porque no se concibe que la norma, por su 
naturaleza o por la materia que aspira regular, de carácter legislativo, vaya a requerir aprobación en un solo 
Estado Parte; tendrá que requerir aprobación en todos los Estados Parte, entre otras razones porque si no, no 
puede entrar en vigencia, de acuerdo con el artículo 37 del Protocolo de Ouro Preto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo la impresión de que esto está referido a que hay países que para 
determinadas normas tienen un mecanismo de internalización automática. En el caso uruguayo todas 
tienen que internalizarse por ley y en otros hay una internalización automática decidida por esos 
mismos Estados. La referencia está hecha en ese sentido. 


SEÑOR AGUIRRE.- Agradezco al señor Presidente su aclaración; yo no tenía presente lo que él ha 
expresado. Quizá sea así partiendo de la base de que Argentina hizo la reforma de 1994, no solo para 
habilitar la reelección del señor Menem, sino para hacer una serie de reformas técnicas importantes y 
adecuarse al proceso que ya había vivido Europa, para que las Constituciones pudieran llegar a ser 
delegaciones de ciertos poderes jurisdiccionales o de soberanía, de lo cual el ejemplo típico es la 
Constitución de Holanda. También la Constitución paraguaya en su reforma de 1992 habilitó este tipo 
de normas. En cambio, Uruguay y Brasil siguen con sus textos tradicionales. Cuando se proyectó 
aquella llamada maxi-reforma en los años 1993 y 1994, yo, siendo entonces Presidente del Senado y de 
la Comisión que estudiaba la reforma, había recibido la visita por separado y sin previo concierto entre 
ellos de los eminentes profesores Eduardo Jiménez de Aréchaga y Ramón Valdés Costa -hoy fallecidos- 
que me sugirieron que se aprovechara la oportunidad para adecuar nuestras normas anacrónicas a la 
realidad del mundo internacional de hoy en materia de mercados comunes que luego van deviniendo 
en uniones supranacionales, como sucedió con la actual Unión Europea. También consulté en aquella 


oportunidad al doctor Gros Espiell que prestaba funciones, al igual que hoy, como Embajador en 
París, quien estuvo totalmente de acuerdo con que se proyectara una norma de ese carácter. En los tres 
tomos que editó la Secretaría del Senado, con todas las versiones taquigráficas de las sesiones -que 
fueron muchas en el verano de 1994-, figura ese texto que también reproduje en el capítulo de "La Ley 
y los Tratados" de mi libro "Derecho Legislativo", editado por Fundación de Cultura y que creo que 
está en la biblioteca del Palacio Legislativo, por si a alguien le interesa profundizar un poco en este 
tema. Esto también lo dicté en una conferencia en el marco de un curso realizado por iniciativa de los 
procesalistas uruguayos, que se hizo en el año 1996, que está transcripto en este libro y que se llama 
"Curso de Derecho Procesal Internacional y Comunitario del MERCOSUR", publicado por 
Fundación de Cultura; no sé si está en la biblioteca del Palacio. Una de las primeras conferencias la 
dicté yo, con el título: "Integración: nueva realidad regional y mundial. Su incidencia en el Derecho 
Constitucional". Todos los que quieran ahondar un poco en algunas cosas que el tiempo no me va a 
permitir decir respecto a la idea de supranacionalidad y a las relaciones del derecho comunitario con el 
derecho constitucional e interno en general de cada Estado, lo puede hacer en estos libros. 


Volviendo al tema, decía que las competencias que refieren estrictamente a materia legislativa pueden ser 
objeto de la subclasificación a que ya aludí. Las que emanan de otros órganos del MERCOSUR, que son las 
que requieren aprobación legislativa en uno o varios Estados Partes, deben adaptarse a lo que disponen los 
artículos 38, 40 y 42 del Protocolo de Ouro Preto, que hacen inviable la aplicación del principio de 
supranacionalidad porque requieren prácticamente la internacionalización de todas las normas. 


El artículo 38 dice: "Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias para asegurar 
en sus respectivos territorios el cumplimiento de las normas emanadas de los órganos del MERCOSUR 
previstos en el Artículo 2 de este Protocolo". 


El artículo 40 dice: "Con la finalidad de garantizar la vigencia simultánea en los Estados Partes de las normas 
emanadas de los órganos del Mercosur previstos en el Artículo 2 de este Protocolo deberá seguirse el 
siguiente procedimiento: 1) Una vez aprobada la norma, los Estados Parte adoptarán las medidas necesarias 
para su incorporación al ordenamiento jurídico nacional y comunicarán las mismas a la Secretaría 
Administrativa del Mercosur". 


Debemos tener presente que esas normas solo entran en vigor treinta días después de la comunicación 
efectuada a la Secretaría Administrativa del MERCOSUR por el último de los Estados Partes que haya 
internalizado la norma. 


Remachando esta manera de impedir cualquier aplicación del principio de supranacionalidad y de aplicación 
directa de las normas del MERCOSUR en lo interno de cada Estado, el artículo 42 dice: "Las normas 
emanadas de los órganos del MERCOSUR [...] tendrán carácter obligatorio y cuando sea necesario" -es decir, 
cuando sean de materia legislativa- "deberán ser incorporadas a los ordenamientos jurídicos nacionales 
mediante los procedimientos previstos por la legislación de cada país". 


El segundo tipo de normas son las emanadas del propio Parlamento bajo forma de proyectos de normas del 
MERCOSUR, según dice el numeral 13 del artículo 4, o bajo forma de anteproyectos de normas nacionales 
orientados a la armonización de las legislaciones nacionales de los Estados Parte. 


Luego haré el análisis de la constitucionalidad de los numerales 12, 13 y 14 del artículo 4. Pero quiero 
terminar con la enunciación de las diversas clases de competencias que, de acuerdo con el Protocolo y a su 
artículo 4, va a tener este Parlamento si es que llega a institucionalizarse y a funcionar. 


En sexto término, tenemos las que refieren a su relacionamiento con instituciones públicas o privadas de 
carácter nacional o internacional, ajenas al MERCOSUR: numerales 16 y 17. Luego están las relativas al 
funcionamiento interno del MERCOSUR, numerales 20 y 21. Y quedan fuera de esta clasificación porque no 
encontré realmente cómo categorizarlas, los numerales 3 y 22, que naturalmente no plantean problemas de 
constitucionalidad. 


Ahora sí voy a pasar a analizar la constitucionalidad de los numerales 12, 13 y 14. 


El numeral 13 no plantea problemas de constitucionalidad porque es una atribución que solo funciona en lo 
interno del MERCOSUR. Es decir, el numeral 13 dice: "Proponer proyectos de normas del MERCOSUR 


para su consideración por el Consejo del Mercado Común, el que deberá informar semestralmente sobre su 
tratamiento". Naturalmente, si el Consejo del Mercado Común aprueba los proyectos de normas propuestos 
por el Parlamento, puede entrar a funcionar el mecanismo del numeral 12. Pero, en ese caso, juzgaremos a 
este tipo de normas cuando analicemos el numeral 12. 


En cuanto al numeral 14, tampoco plantea dichos problemas de constitucionalidad, porque los anteproyectos 
de normas nacionales elaborados por el Parlamento y comunicados a los Parlamentos de los Estados Partes a 
los efectos de una eventual armonización de las legislaciones nacionales, son solo de eventual consideración 
por estos. Es decir que no hay ninguna obligación de considerar estos proyectos de normas. Obviamente, para 
que esa consideración se produzca, respecto de los mismos deberá ser ejercida la iniciativa legislativa por el 
Poder Ejecutivo o por los legisladores, de acuerdo con el artículo 133 de la Constitución. Con esto quiero 
decir que el Parlamento, en el caso del nuestro, no podría someter a consideración directa un anteproyecto de 
este carácter elaborado por el Parlamento del MERCOSUR, sin que antes se ejerza constitucionalmente la 
iniciativa legislativa, sea por el Poder Ejecutivo o por legisladores integrantes de algunas de las Cámaras. 


Con respecto al numeral 12, que desde el punto de vista de esta exposición es a mi juicio el más importante, 
hay que distinguir dos situaciones. La primera, que el proyecto de norma del MERCOSUR se aprueba de 
conformidad con el dictamen del Parlamento. Esa es una hipótesis. Y la segunda, que sea aprobada en forma 
discordante con dicho dictamen o sin haberse este expedido. Me explico respecto de la segunda hipótesis. 


Un órgano del MERCOSUR, en el caso el Consejo del Mercado Común, remite un proyecto de norma, y el 
Parlamento, en lugar de emitir un dictamen aprobatorio o coincidente, de conformidad, discrepa, emite un 
dictamen pero señala que no es conveniente o que hay que darle otra forma a la redacción u otros efectos u 
otros alcances; o bien deja vencer el plazo establecido al efecto y no se pronuncia. En este segundo supuesto, 
el numeral 12 dice que la norma aprobada seguirá su trámite ordinario de incorporación, es decir, el trámite 
dispuesto por el Protocolo de Ouro Preto en las disposiciones que ya leí y a las que me he referido. Es decir, 
si hay inconstitucionalidad en ese caso, provendrá del Protocolo de Ouro Preto, pero no del actual 
instrumento que está a consideración. 


Con respecto al primer caso o supuesto, logré que se respetara la iniciativa legislativa constitucional del 
Poder Ejecutivo. ¿Qué quiero decir con esto? El texto original -creo que es conveniente dejar constancia de 
ello- había sido proyectado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Cancillería o no sé qué órgano 
brasileño. Es decir, esto llegó al ámbito del MERCOSUR en virtud de una iniciativa de Brasil y el texto 
original había sido redactado por algún órgano de esta nación. Bueno, yo advertí que se le daba trámite a los 
Parlamentos de los países de iniciativas que seguían este procedimiento, pero que constitucionalmente no 
eran viables porque carecían de la iniciativa requerida constitucionalmente por la carta de cada uno de los 
cuatro Estados Parte que, obviamente, no le reconoce iniciativa legislativa a órganos del MERCOSUR. 


No obstante ello, a mi juicio, este numeral 12, de todas maneras quedó con algunas inconstitucionalidades. A 
saber: primera, obliga al Poder Ejecutivo a ejercer su iniciativa legislativa en forma preceptiva y dentro de un 
plazo de cuarenta y cinco días. Ni lo uno ni lo otro está establecido en la Constitución. ¿Qué quiero decir con 
esto? Que el Poder Ejecutivo tiene amplísima iniciativa legislativa, más amplia que la de los legisladores, 
porque hay casos de iniciativa exclusiva del Poder Ejecutivo, pero que se ejerce con absoluta 
discrecionalidad. No hay ningún caso en razón de materia, salvo la Ley de Presupuesto y las Rendiciones de 
Cuentas, en que el Poder Ejecutivo esté obligado a remitir un proyecto de ley al Parlamento dentro de 
determinados plazos, y tampoco que esté obligado a hacerlo aun sin plazo. En cambio, en el caso de este 
primer supuesto del numeral 12 del artículo 4 de este Protocolo, el Poder Ejecutivo va a estar obligado a 
ejercer su iniciativa legislativa y, además, dentro de un plazo perentorio de cuarenta y cinco días. 


La segunda inconstitucionalidad, a mi juicio, es que obliga al Parlamento a crear un procedimiento 
preferencial para la consideración de estas normas del MERCOSUR, cuya duración no puede exceder los 
ciento ochenta días de su ingreso al Parlamento. Ese procedimiento preferencial es inconstitucional. Todo lo 
que se refiere al procedimiento legislativo, es decir, a la forma en que se proponen proyectos de ley, se 
consideran en ambas Cámaras y eventualmente en la Asamblea General, se promulgan u observan por el 
Poder Ejecutivo, está establecido en la Sección VII de la Constitución, artículos 133 a 146; y el Parlamento 
no tiene ninguna obligación, a tenor de estas normas, de considerar proyectos de ley, salvo las leyes de 
urgencia, dentro de determinados plazos ni de establecer un procedimiento preferencial para determinados 
proyectos. 


La tercera inconstitucionalidad, a mi juicio, es que obliga, en caso de rechazo legislativo de la norma -es 
decir, el Parlamento conserva plenamente su facultad constitucional de aprobar o rechazar un proyecto de ley, 
pero pierde la facultad constitucional de no considerarlo, que existe; como sabrán, se presentan muchos 
proyectos de ley que nunca se consideran, inclusive remitidos por el Poder Ejecutivo-, a reenviarlo al Poder 
Ejecutivo y, a este, a presentarlo a la reconsideración del órgano correspondiente del MERCOSUR. 


Hechas estas objeciones de constitucionalidad, quiero señalar que no estoy haciendo un juicio de 
conveniencia de las normas. Cuando participé de las reuniones del grupo técnico, verifiqué -y leyendo el 
texto del instrumento que tenemos a la vista me ratifico en esa opinión- que se había proyectado un texto -y 
se le estaba puliendo- de buen nivel técnico, es decir, por gente que sabía lo que estaba haciendo y que tenía 
una sólida formación jurídica y conocimientos de derecho constitucional, particularmente las dos personas 
que ya señalé, de la delegación brasileña y de la delegación argentina. Yo creo que entre los propósitos 
políticos perseguidos por quienes impulsaron la creación del Parlamento del MERCOSUR, naturalmente, si 
en la consideración de los proyectos de normas, además de requerir la formulación en un proyecto de ley 
presentado por un órgano que deba tener iniciativa legislativa con arreglo a la Constitución de cada país, no 
se establecían plazos o procedimientos para su consideración, iba a ser muy difícil que los Parlamentos lo 
consideraran o, por lo menos, que los cuatro Parlamentos de los Estados Parte lo sancionaran, de modo tal 
que, por aplicación del Protocolo de Ouro Preto, pudieran entrar en vigor. 


De manera que me hago cargo de que hubo razones políticas para redactar las normas de esta forma. No hubo 
despreocupación por adecuarse a la Constitución de cada país, pero de cualquier modo, una cosa no quita la 
otra: a pesar del propósito y del buen nivel técnico de la redacción, hay algunas cosas, como esta que señalé, 
que rechinan con los textos constitucionales y que, a mi juicio, son las únicas en todo el texto del Protocolo. 
Son las únicas porque, prácticamente, todas las demás disposiciones no plantean problemas de 
constitucionalidad. 


Ellas son: el artículo 1, que refiere a la Constitución; los artículos 2,3 y 5, a la Integración, es decir, cómo se 
integra el Parlamento, quiénes son sus integrantes; el artículo 7, que refiere a la Participación de los Estados 
Asociados; el 8, a la Incorporación de nuevos miembros; el artículo 9, relativo a la Independencia de los 
parlamentarios en el ejercicio de sus funciones con expresa prohibición del mandato imperativo; el 

artículo 10, relativo a la duración del mandato; el 11, a los Requisitos e incompatibilidades; el 12, a las 
Prerrogativas e inmunidades; el 13, a las Opiniones Consultivas; el 14, a la Aprobación del Reglamento 
Interno; el artículo 15 -que es muy importante-, al Sistema de adopción de decisiones; el 16, de 
Organización; el 17, referido a las Reuniones, o sesiones en nuestra jerga; el 18, a las Deliberaciones; el 19, a 
los Actos del Parlamento, al que ya me referí anteriormente; el artículo 20, relativo al Presupuesto; el 21, a la 
Sede; el 22, a la Adhesión y denuncia; el 23, a la Vigencia y depósito, y el 24, a la llamada Cláusula 
Revocatoria. Luego siguen las Disposiciones Transitorias Primera, Segunda, Cuarta, Quinta, Sexta y Séptima. 


Excluí la Tercera así como el artículo 6, porque es el que refiere a la elección de los miembros del 
Parlamento, que evidentemente tiene una gran importancia, y porque además tengo entendido que -no sé si en 
forma pública- alguna persona con formación en estas materias, sobre todo en materia electoral, ha dicho que 
habría alguna inconstitucionalidad. 


Antes de entrar en lo de la constitucionalidad, quiero decir que hay algo que me parece muy grave y no sé si 
tuve conciencia de ello cuando participé en las reuniones del grupo técnico, quizás porque el tema no se 
terminó de definir allí y quedó para ser definido a nivel político, como correspondía. 


En principio se había acordado que, por lo menos en el primer período de transición, Argentina y Brasil iban 
a tener treinta miembros -si la memoria no me traiciona- y Uruguay y Paraguay dieciocho. Pero en 
determinado momento, creo que felizmente, Paraguay se puso firme y dijo que tenía que haber igualdad de 
representación. Como se dice a veces, pateó el tablero, y como eso ponía un obstáculo aparentemente 
insalvable, Argentina y Brasil se avinieron. Entonces, la Disposición Transitoria Segunda dice que en la 
primera etapa de la transición, el Parlamento estará integrado por dieciocho parlamentarios por cada Estado 
Parte. Si se cumplen las etapas previstas en el cronograma, esto sería hasta el 31 de diciembre de 2010. Pero 
luego nos encontramos con que no está definido cuál será después la representación de cada Estado Parte. El 
numeral 1 del artículo 5 establece que el Parlamento se integrará de conformidad a un criterio de 
representación ciudadana, expresión un poco vaga o, por lo menos, carente de precisión jurídica. 


¿Cuál será la consecuencia de emplear un criterio de representación ciudadana, cuando hay países de 
3:000.000 o 4:000.000 escasos de habitantes, como Uruguay y Paraguay, y hay otros, como Brasil, que está 
cerca de alcanzar los 200:000.000? 


De acuerdo con la Disposición Transitoria Segunda, se difiere la decisión al Consejo del Mercado Común, a 
propuesta del Parlamento por mayoría calificada. La mayoría calificada requiere el voto afirmativo de la 
mayoría absoluta de integrantes de la representación de cada Estado Parte. En definitiva, el Parlamento hace 
una propuesta que no tiene -como todas las propuestas- carácter vinculante, es decir, no obliga al Consejo del 
Mercado Común. Entonces, será el Consejo del Mercado Común, si se cumple con la Disposición Transitoria 
Segunda y si los cuatro países aprueban este proyecto de tratado, el que deberá adoptarla, a más tardar el 31 
de diciembre de 2007, es decir, prácticamente de aquí a un año. 


Yo me pregunto, entonces, ¿queda en la indefinición cómo se va a integrar el Parlamento? Es decir, ¿va a ser 
una representación paritaria de cada Estado o no va a haber representación paritaria? ¿Tendríamos la mitad, la 
tercera o la cuarta parte de los miembros que van a tener Brasil y Argentina? ¿Cuál será el criterio a 
emplearse? ¿El de la población, o el de algún índice económico, como puede ser el PBI de cada Estado? 
Evidentemente, si así fuera, habría una desproporción mayúscula. 


Se me dirá que de todas maneras, por el mecanismo de adopción de decisiones, hay ciertas garantías, porque 
cuando se requiere mayoría calificada, se requiere el voto afirmativo -como ya dije- de la mayoría absoluta 
de integrantes de la representación parlamentaria de cada Estado, y en la mayoría especial, el voto de dos 
tercios del total de los miembros del Parlamento, que incluya, a su vez, a parlamentarios de todos los Estados 
Parte. Pero, de todas maneras, me parece que este es un asunto enormemente delicado para el caso de que el 
Parlamento se constituya y empiece a funcionar. 


La garantía, a mi juicio, estaría en el artículo 37 del Protocolo de Ouro Preto que, por otra disposición 
transitoria, se dice expresamente que sigue vigente aun para los temas de carácter legislativo. Conviene 
recordar que el artículo 37 dispone que las decisiones de los órganos del MERCOSUR serán tomadas por 
consenso y con la presencia de todos los Estados Parte. De modo tal que parece, en una interpretación 
contextual de este proyecto de ley de protocolo y del Protocolo de Ouro Preto, que no se podría definir la 
integración final de este Parlamento sin el consenso de todos los Estados Parte, es decir que Uruguay y 
Paraguay podrían ejercer una especie de veto, o, sin especie, un veto. 


De todas maneras, llamo la atención en cuanto a la importancia de este punto porque no se sabe a ciencia 
cierta, mejor dicho, no se sabe de ninguna manera cuál será la integración final del Parlamento, si se llega a 
instalar y empieza a funcionar. 


Respecto del tema de la constitucionalidad, con referencia al artículo 6 y a la disposición transitoria que 
refiere a este acuerdo -creo que es la 3-, entiendo que hay una reiterada referencia a la legislación electoral 
interna de cada Estado Parte, la que en Uruguay se ha establecido de conformidad con su Constitución, 
porque el artículo 77 de la Carta establece la base del ejercicio del sufragio y en el numeral 9, la fecha en que 
se deben celebrar las elecciones de todos los órganos nacionales que tienen carácter electivo, y las 
departamentales. Esta no sería una elección de ese carácter. No es una elección prevista por la Constitución, y 
del simple hecho de que no sea prevista no creo que se pueda derivar el argumento de que sería 
inconstitucional, porque no se trata de elegir órganos nacionales sino comunitarios y, en todo caso, 
supranacionales. 


La reiterada referencia a la legislación electoral interna de cada Estado Parte -se dice que en base a ella se 
celebrará la elección en cada uno- me lleva a desechar las objeciones de inconstitucionalidad. Debemos 
observar el artículo 1, el 6 -incisos segundo y tercero-, y la Disposición Transitoria 3. Esta última obliga a 
ceñirse a la agenda electoral nacional de cada Estado Parte, es decir, a no fijar una elección que interfiera con 
la realización de las elecciones, sean nacionales o locales, de cada Estado. 


Por esta razón es que me niego a aceptar esta objeción de inconstitucionalidad que se me dice se ha hecho 
respecto de la elección de los parlamentarios. Creo que no es tal, creo que las posibles objeciones de 
inconstitucionalidad -como ya dije- se pueden hacer en el procedimiento legislativo preceptivo que una vez 
presentado un proyecto de ley proveniente de los órganos del MERCOSUR tendrían que llevar adelante el 
Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, de acuerdo al numeral 12 del artículo 4. 


Con esto termino mi comentario del proyecto de protocolo que está a consideración de esta Comisión desde 
el punto de vista de su constitucionalidad y desde algún otro punto de vista en el cual también he 
incursionado. 


Quizás saliéndome del cometido que se me ha asignado, si es que el señor Presidente y la Comisión me lo 
permiten, ya que tengo la oportunidad que generosamente me han dado de poder expresarme en este ámbito, 
quiero decir algo desde el punto de vista político. 


Cuando el Senador Abreu me pidió que trabajara en ese grupo técnico, lo hice con mucho gusto, en parte para 
despuntar el vicio de redactar normas o de colaborar en la redacción de normas, en parte porque es un tema 
de gran importancia para el país, como es obvio, y no quise negar mi concurso, y en parte también porque a 
esa altura el relacionamiento político con nuestros vecinos -si bien el funcionamiento del MERCOSUR en lo 
estrictamente comercial era deficiente y sigue siéndolo- no había llegado al grado de deterioro que ha 
alcanzado desde hace casi un año a esta parte. 


Pienso que estas circunstancias políticas tan desdichadas y graves, como obviamente lo es nuestro 
enfrentamiento con la República Argentina -que no partió de nosotros sino del Gobierno de la nación vecina, 
con un litigio que no tiene precedentes en la historia de las relaciones entre los dos países, planteado ante la 
Corte de la Haya, promovido por una demanda de la Argentina- y ante la indiferencia del Gobierno de Brasil 
-que reiteradamente dice que es un conflicto bilateral, cuando claramente se está violando el principio básico 
del MERCOSUR, establecido en el artículo 1” del Tratado de Asunción, que dispone por supuesto la libre 
circulación de bienes, servicios y factores productivos-, no son las más propicias ni las más prudentes para 
llevar adelante la aprobación de este tratado. 


Quizás no me corresponda decirlo, pero quiero ser sincero conmigo mismo y expresarlo. Valga lo que pueda 
valer mi opinión, me parece que estamos en un estado de deterioro de relaciones, sobre todo con la 
Argentina, que no se sabe en qué va a terminar, a pesar de la bienvenida, oportuna y generosa -no digo 
mediación porque no se quiso dar ese nombre- intervención facilitadora de Su Majestad, el Rey de España, 
que ojalá sirva para encaminar este conflicto en algo más razonable que lo que lamentablemente estamos 
viviendo ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes que nada, queremos agradecerle el análisis del proyecto desde el punto 
de vista constitucional y también la opinión política, aunque no es coincidente, porque eso es parte del 
debate que vamos a tener. Creo que el debate va a estar circunscrito a dos capítulos. No preciso ser un 
gran adivino para saber que, por un lado, estará planteada la constitucionalidad o no del acto que 
vamos a realizar y, por el otro, la oportunidad política. Creo que en realidad estamos discutiendo eso 
en algunos casos. 


En cuanto a lo que usted planteaba en esas dos apreciaciones que hacía respecto del numeral 12 del 

artículo 4, si bien es cierto que la Constitución no establece plazo para el Poder Ejecutivo ni la preferencia de 
los Parlamentos, en mi caso personal -no quiero involucrar a los demás- acepté esta norma, en primer lugar, 
porque en realidad el propio Estado, en el protocolo en el que todos se igualan, puede autoobligarse a cumplir 
determinados plazos. En segundo término y es lo que me parece más importante, la acepté porque no se 
establece ninguna penalidad por no cumplir los plazos. Si bien es cierto que eso no es lo recomendable, la 
historia del MERCOSUR es esa: se ha obligado a muchísimas cosas que después no se cumplen. Entonces, 
en tanto no había ninguna penalidad en el caso de que los Parlamentos o el Poder Ejecutivo no se 
autoimpusieran estos plazos, yo hubiera incluido la expresión "se recomendará", pero a veces hay que ceder 
en algo para compartir todo lo demás. Entonces, como no hay penalidades y no nos pueden echar del 
MERCOSUR por esto, me quedé tranquilo. Sería lo deseable, porque una de las quejas que tenemos tiene que 
ver con la demora por parte de los países grandes -básicamente- en internalizar sus normas. Uruguay y 
Paraguay son los que tienen un ritmo más ágil en la internalización de las normas del MERCOSUR. 


SEÑOR AGUIRRE.- Quería traer un recuerdo que puede ser oportuno en este momento. Cuando yo 
todavía presidía el Senado, creo que en una sesión extraordinaria durante el Receso o a fines del 
Período de la Legislatura de 1994, ingresó un proyecto de ley sobre código aduanero del MERCOSUR. 
Se trataba de un complejo proyecto, de un "infolio" -como dicen los burócratas- bastante grueso. 
Cuando pasó a Comisión averigiié si había interés en tratarlo y noté que había una resistencia muy 
importante por parte del Ministerio de Economía y Finanzas, de la Dirección Nacional de Aduanas y 


de los agentes del comercio exterior, quienes sostenían que era muy complejo, que cambiaba muchos 
aspectos, y nunca se trató. Creo que tampoco se consideró en ninguno de los cuatro países; nadie le dio 
aprobación legislativa. 


SEÑOR TROBO.- Agradezco la presencia del doctor Aguirre. 


Pensaba hacer preguntas acerca de algunas cuestiones, pero él ya las explicó en su exposición. Sí le pediría 
que hiciera una ampliación acerca de algunas cuestiones que pueden no estar directamente vinculadas con 
una inconstitucionalidad, pero para nosotros es muy importante tener, por lo menos, una opinión al respecto. 


La primera precisión tiene que ver con la denominación de "Parlamento". Concretamente me refiero al 
concepto de parlamento dentro del Derecho Público, a si podemos llamar "Parlamento" a este Órgano. 


Yo voy a formular todas las preguntas, y el doctor Aguirre luego puede responder en el orden que entienda 
conveniente. 


La segunda interrogante tiene que ver con una cuestión que, a mi juicio, podría tener algún vicio de 
inconstitucionalidad y que usted no mencionó o no reparé en que lo hiciera. Hablo de lo establecido en el 
numeral 2) del artículo 11, en el cual se determinan incompatibilidades, en nuestro caso, para los 
parlamentarios uruguayos en caso de que quieran ser candidatos al Parlamento del MERCOSUR. Estos 
aspectos no están en la Constitución, ya que no establece que sea incompatible ser parlamentario uruguayo y 
miembro del Parlamento del MERCOSUR. Por ejemplo, a mí supuestamente se me impediría ser candidato 
por aplicación del Tratado, pero, en realidad, no es una incompatibilidad; lo mismo con respecto a ser 
miembro, puesto que la Constitución uruguaya no establece que no se pueda ser miembro del MERCOSUR. 
Dice que no se puede ser empleado del Poder Ejecutivo, etcétera. Pero quiero saber si efectivamente la 
incompatibilidad que se establece en el numeral 2) del artículo 11 tiene constitucionalidad. 


También quiero plantear una cuestión vinculada con una inconsistencia de las normas; seguramente, no se 
trate de una inconstitucionalidad. El numeral 4) del artículo 6” dice que se aprobará el día del MERCOSUR 
para la elección de los parlamentarios en forma simultánea en todos los Estados Parte. Además, en la 
disposición tercera dice -y el doctor Aguirre lo señalaba como un acierto- que las elecciones se harán de 
acuerdo con la agenda electoral nacional de cada Estado Parte. Obviamente, nos vamos a encontrar con un 
problema, si no definimos que el día del MERCOSUR ciudadano, o como se le quiera llamar, sea el mismo 
para todos los países; a su vez, si los calendarios electorales nacionales empiezan a tener la misma fecha para 
todas las elecciones, no se podrían poner en práctica estas normas que figuran aquí. 


SEÑOR AGUIRRE.- Con respecto al nombre del órgano, Parlamento del MERCOSUR, creo que, 
como en tantas otras situaciones de carácter institucional y orgánico, el nombre no hace a la cosa; es 
decir, veamos cuáles son sus competencias. Naturalmente, llamarle "Parlamento" evoca de inmediato 
la figura o el concepto de un órgano que va a legislar. Llamarle "Parlamento" a un órgano que no tiene 
facultades legislativas no parece lo más adecuado; pero es el heredero de otro órgano que tampoco 
tenía facultades legislativas, al que se le llamaba -o se le llama aún- Comisión Parlamentaria del 
MERCOSUR. Lo cierto es que por el hecho de que se llame Parlamento, no va a legislar; no tiene 
facultades para ello. Creo que su naturaleza real será la de un órgano que va a ser deliberativo, un foro 
deliberativo y político que va a tener una actuación, quizás importante, en lo interno del MERCOSUR, 
en su relacionamiento con los otros órganos. Si realmente va a participar de un proceso de interacción 
entre el MERCOSUR y los Parlamentos de cada Estado Parte, llegando por vía indirecta a incidir en la 
legislación de los Estados Parte, eso lo dirá su funcionamiento, si es que -como dije- llega a instalarse. 
Creo que el tema del nombre no tiene mayor trascendencia, si somos conscientes de que eso no significa 
que va a ser un órgano legislativo supranacional. 


Por otra parte, con respecto al numeral 2) del artículo 11, es muy inteligente y aguda la observación que ha 
hecho el Diputado Trobo, y confieso que no había pensado en ello. Ahora bien, es exacto -como él dice- que 
las incompatibilidades de los titulares de cargos legislativos están establecidas en la Constitución y son solo 
esas, no pudiendo ampliarlas siquiera por ley; error en el que a veces se incurre, queriendo establecer por vía 
legislativa nuevas incompatibilidades contra la enseñanza unánime de la doctrina nacional, desde que el 
primero de los Aréchaga, el abuelo del constitucionalista que conocimos, de igual nombre y apellido, escribió 


su famosa obra "Poder Legislativo", basándose en la doctrina británica y estadounidense. En esto no puede 
haber dos opiniones. Las incompatibilidades son las que están en la Constitución y no se pueden ampliar por 
ninguna otra vía. Pero en realidad, si leemos bien el precepto, aquí no se establece una incompatibilidad de 
los legisladores nacionales sino una incompatibilidad de los legisladores del MERCOSUR. Es decir que 
quien es electo y está en funciones como parlamentario del MERCOSUR no deja de ser elegible como 
parlamentario en su Estado; y si asume, la consecuencia es que pierde el cargo de parlamentario del 
MERCOSUR. La consecuencia de la violación de una incompatibilidad es que quien la viola pierde el cargo 
que estaba desempeñando y respecto del cual se puso en situación de incompatibilidad. 


Leamos el artículo 122 de la Constitución. Dice: "Los Senadores y los Representantes, después de 
incorporados a sus respectivas Cámaras, no podrán recibir empleos rentados de los Poderes del Estado, de los 
Gobiernos Departamentales, de los Entes Autónomos, de los Servicios Descentralizados o de cualquier otro 
órgano público ni prestar servicios retribuidos por ellos en cualquier forma, sin consentimiento de la Cámara 
a que pertenezcan, quedando en todos los casos vacante su representación en el acto de recibir el empleo o de 
prestar el servicio". 


Es decir que la consecuencia no es una prohibición de recibir empleo por parte de los otros Poderes del 
Estado o de otros órganos estatales. No es que, por ejemplo, se declare "que se comunique a la Junta 
Departamental de Artigas que ha empleado a un legislador, que tiene que cesarlo". No; cesa como legislador 
porque ha violado la incompatibilidad. Y aquí la consecuencia sería esta: si la persona ingresa como 
parlamentario de uno de los Estados parte, ha incurrido en la incompatibilidad aquí prevista; 
incompatibilidad como parlamentario del MERCOSUR, entonces, la consecuencia es que cesa como 
parlamentario del MERCOSUR, no como parlamentario o como legislador en los otros países. 


Comprendo que este punto no es de fácil comprensión. Hay ciertas sutilezas jurídicas en este asunto; pero 
estoy convencido de que esto es así y que así es como se debe interpretar. 


SEÑOR PINTADO.- En realidad, acá se puede hacer un paralelismo con la situación que ocurre 
cuando un ciudadano es electo simultáneamente Senador y Diputado. 


SEÑOR AGUIRRE.- En ese caso tiene que optar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, tiene que optar porque no se puede ejercer doblemente. 


SEÑOR AGUIRRE.- En este caso, si la persona es parlamentaria del MERCOSUR, no tiene la 
posibilidad de opción. Es decir, la opción la tiene que hacer antes: renuncia como parlamentario del 
MERCOSUR o asume como Senador. En ese mismo momento el Parlamento del MERCOSUR lo 
declarará desinvestido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exacto. 


SEÑOR AGUIRRE.- En cuanto a la otra observación, debo decir que la comparto plenamente. A mí 
me rechinó esta disposición cuando la leí. No parece ser muy coherente o compatibilizarse bien con las 
otras normas que citó el Diputado Trobo. Por lo tanto, ahorro otra consideración. Creo que él tiene 
toda la razón y que esto si se trata de llevar a la práctica, evidentemente va a generar dificultades. 


SEÑOR TROBO.- Simplemente, voy a hacer un comentario y una última pregunta. Sin perjuicio de 
analizar con posterioridad las expresiones del doctor Aguirre sobre el numeral 2” del artículo 11, 
quiero dejar en claro que un individuo electo parlamentario del MERCOSUR va a tener menos 
incompatibilidades que las que tiene un parlamentario nacional, sea Senador o Diputado, porque aquí 
se establece que solamente es incompatible desempeñar un mandato o cargo electivo o ejecutivo. O sea 
que perfectamente se podría ser funcionario público, si no tiene un cargo ejecutivo, que seguramente lo 
designará la Administración. Tampoco está definido qué es "cargo ejecutivo", pero un gerente del 
Banco de la República podría ser... 


SEÑOR AGUIRRE.- Perdón, señor Diputado, vamos a leer todo el artículo. El numeral 3” dice que son 
aplicables las demás incompatibilidades para ser legislador establecidas en la legislación nacional, que 


comprenden, naturalmente, la Constitución. Es decir que rigen todas las incompatibilidades. 
SEÑOR TROBO.- Así es; no lo había leído. 


Quiero formular una última pregunta, que tiene que ver con la descripción de los actos del Parlamento del 
artículo 19. Está claro que aquí no se dictan leyes con fuerza de tales en los ámbitos nacionales, pero 
notoriamente en algunos de estos actos hay declaraciones, recomendaciones, disposiciones y, en algunos 
casos, aspectos políticos que obviamente influyen en la opinión de los Estados. 


Como aquí no se aclara, mi pregunta es: ¿cuál sería el alcance de esas disposiciones? ¿Serían de orden 
interno, de funcionamiento? ¿Podrían ser disposiciones que pretendan obligar? 


SEÑOR AGUIRRE.- Vamos a tratar de precisar esto. 


Con respecto a las declaraciones y recomendaciones -sobre todo, a las declaraciones- comparto lo que dice el 
señor Diputado Trobo en algo que parece obvio: es natural que puedan tener gran trascendencia política. Una 
declaración aprobada por la unanimidad de los integrantes del Parlamento del MERCOSUR -si bien no 
actúan con mandato imperativo, se supone que van a tener una representatividad política importante- puede 
tener un efecto político, no digo devastador, pero sí realmente trascendente. 


Creo que el término "disposiciones" no se debió haber empleado. La palabra "disposición" es sinónimo de 
norma, por lo menos en nuestro derecho. Cuando se dice: "La disposición del artículo 17 [...]", esa norma 
puede ser general o particular. Puede ser un acto regla, como le llamaba Duguit, o un acto subjetivo, como 
dice Sayagués Laso en los actos típicamente administrativos, como la designación o la cesantía de un 
funcionario o la adjudicación de una licitación. Creo que el término "disposiciones" hay que tomarlo en el 
sentido de "resoluciones". Si leemos con detenimiento el artículo 4”, que enuncia las competencias, ¿cuáles 
serían, por ejemplo, esas disposiciones? Las de aprobar el presupuesto y aprobar y modificar su reglamento 
interno. Esas son típicas disposiciones o resoluciones que en el orden interno el Parlamento naturalmente va a 
tener que adoptar. 


Habría que leer todo el texto con mayor cuidado; esta es una primera aproximación. Esta mañana me hice un 
espacio libre y estuve dos horas analizando esto, pero no realicé un estudio a fondo. Creo que hubo otro 
problema. A veces, la terminología no coincidía con la que usan los brasileños, por razones idiomáticas. Lo 
que en castellano tiene determinado sentido técnico jurídico, en Brasil responde a otra palabra que es jurídica, 
pero que no estamos acostumbrados a usar en ese sentido. Creo que este problema viene de ahí; donde dice 
"disposiciones" debió haberse dicho "resoluciones". 


SEÑOR CONDE.- Vista mi vinculación con los trabajos de la Comisión Parlamentaria, agradezco la 
oportunidad de poder hablar en esta Comisión, que no integro. Más bien vine a escuchar, interesado 
por el informe del doctor Aguirre, que sé que trabajó en estos temas. 


Simplemente, quiero recordar dos o tres detalles que figuran en una memoria que se entregó al Consejo del 
Mercado Común y que no sé si la Secretaría hizo llegar al doctor Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE.- Quizás sí, porque siempre me envió todos los documentos. 


SEÑOR CONDE.- Esta memoria tiene que ver con los fundamentos de cada artículo; es una síntesis de 
la voluntad del legislador. 


SEÑOR AGUIRRE.- ¿Lo puedo interrumpir? Me sonreí por lo siguiente. Mi memoria había 
flaqueado. Lo cierto es que en ese trabajo al que usted se está refiriendo yo participé bastante. Por mi 
costumbre de elaborar exposiciones de motivos de proyectos de ley, entendimos que no le podíamos dar 
el texto desnudo al órgano político; le teníamos que dar una explicación, y ahí está. 


SEÑOR CONDE.- Sobre ese punto, solo quiero recordar algo a propósito de los comentarios sobre 
incompatibilidades que hacía el señor Diputado Trobo. 


Recuerdo bien que la voluntad del legislador en este caso era habilitar para el caso de Uruguay -los 
Reglamentos de las Cámaras no son iguales en los cuatro países- que un legislador pueda ser electo legislador 
nacional y legislador del MERCOSUR; en ese caso, ni siquiera debe renunciar a la banca como legislador 
nacional, si opta por ser parlamentario del MERCOSUR. Puede utilizar los mecanismos que tenemos en el 
Uruguay de solicitud de licencia y así conserva íntegramente sus prerrogativas como legislador nacional; y el 
día que quiera volver a su banca, lo hace y listo. Esto no es de aplicación en otros países, pero quedó 
redactado de esta manera, teniendo mucho cuidado en el inicio de la frase que dice: "El ejercicio del cargo de 
parlamentario [...]", no habla de la condición de parlamentario, sino del ejercicio del cargo. Quiere decir que 
el legislador, una vez investido de su condición de tal, aun en ambos Parlamentos, en el ejercicio podrá optar 
libremente y, en el caso uruguayo, no necesita perder la condición de legislador nacional. 


SEÑOR AGUIRRE.- Quiero hacer una precisión técnica en cuanto a la aclaración del señor Diputado 
Conde; realmente, no recordaba que se hubiera redactado con este sentido. 


Respecto a la incompatibilidad como parlamentario del MERCOSUR, si esa fue la intención, esa tesis puede 
aceptarse; es decir que no perdería el ejercicio del cargo, porque electo parlamentario en su país podría pedir 
licencia -por ejemplo, en Uruguay- y no ejercer el cargo. Pero en el derecho interno, es decir, al margen de 
esto que estamos considerando, el pedido de licencia no elimina la incompatibilidad. De la titularidad del 
cargo resulta la incompatibilidad; no se la puede salvar pidiendo licencia. Por eso, me pareció un gravísimo 
error una decisión tomada -que luego se reiteró en algún caso- contra la opinión del profesor Delpiazzo 
manifestada en una Comisión de la Cámara, en el año 1993, cuando era Ministro de Salud Pública. En 
aquella oportunidad se discutió el tema del Diputado nacionalista, por Artigas, Aldorio Silveira, quien había 
accedido a un cargo de médico de Salud Pública en Bella Unión. Él había sido nombrado luego de las 
elecciones del año 1989 y no asumió el cargo. Pidió licencia sin goce de sueldo por todo el Período, pero con 
eso no salvaba la incompatibilidad. El fundamento de la incompatibilidad es que la persona no pueda, como 
titular de dos cargos distintos, desde uno de ellos, que es el legislativo, incidir en el régimen jurídico y en el 
salario del cargo del que es titular en la rama ejecutiva. Advirtamos que en los Presupuestos, el Parlamento 
vota los sueldos de los funcionarios; no vota cargo por cargo, pero dicta normas generales de actualización de 
salarios para categorías funcionales que, en definitiva, serán el sueldo del funcionario, y él no deja de serlo 
porque lo va a ser en el futuro. También vota normas de ascenso, de facilitación de la carrera administrativa o 
algunas otras que ahora no se me ocurren. Entonces, el funcionario que está en uso de licencia como tal y que 
es parlamentario está legislando para su propio cargo. 


Se podrá decir que esto es hilar muy fino, que es uno en noventa y nueve o en ciento treinta. Sí es así; pero 
ese es el fundamento de la incompatibilidad. 


Por lo tanto, la incompatibilidad no desaparece por el hecho de que el funcionario pida licencia. 


Voy a hacer una referencia familiar. Mi padre fue abogado del Banco de la República desde joven y falleció 
siendo uno de los Directores de Jurídica; nunca quiso aceptar ir en las listas del nacionalismo independiente, 
en la vieja Lista 97, como candidato a un cargo para el que podía resultar electo. Decía: "No puedo ser 
candidato porque estaría engañando a la ciudadanía; me postularía para no ejercer el cargo. ¿Para qué pondría 
mi nombre en la lista? Si lo hiciera y fuera electo, tendría que asumir, y si asumiera, tendría que renunciar al 
cargo del que vivo, que es mi principal ingreso". Es decir que esto no se arregla con pedir licencia. 


En este caso, respecto al Parlamento del MERCOSUR, tal como esta redactada la norma y teniendo en cuenta 
la intención de quienes la redactaron, esa tesis se puede aceptar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero solicitar al Presidente de la Comisión Parlamentaria Conjunta 
Sección Uruguay que, a través de la Secretaría, nos facilite el articulado del proyecto con los 
fundamentos respectivos. Podríamos hablar con el Secretario Berruti para hacerlo a la brevedad, de 
modo que todos los legisladores tengamos el material. 


SEÑOR TROBO.- Sobre las incompatibilidades, seguramente provoquemos una convocatoria del 
doctor Aguirre a otra Comisión de la Cámara en virtud de que, aunque usted no lo crea -como el 
nombre de aquel programa de televisión-, la Suprema Corte de Justicia admite que un funcionario de 
su dependencia reserve el cargo mientras es parlamentario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es un gran tema que el doctor Aguirre ha puesto sobre la mesa. Creo que 
habría que revisar la Constitución... 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 
———Está claro. Comparto la idea. 


SEÑOR AGUIRRE.- Los extintos Senadores Ortiz y Cersósimo, una vez que se planteó el caso de 
Aldorio Silveira y algún otro, me dijeron: "Pero, si viviera Collazo Moratorio no lo hubiera dejado 
estar ni un minuto sentado en la Cámara"; era el antiguo Secretario de la Cámara, que fue un 
extraordinario funcionario, fallecido durante la dictadura. 


Recordaba también el caso de un gran ciudadano que fue legislador del Partido Nacional, el doctor Juan 
Carlos Castiglioni Alonso, que era Presidente de la Comisión Honoraria de Contralor de Medicamentos, 
aquella antigua institución que ojalá existiera hoy para evitar muchos abusos. Ejercía un cargo honorario y no 
estaba claro que integrara la estructura del Estado; funcionaba en la órbita del Ministerio de Salud Pública. 
Sin embargo, alguien denunció e, inmediatamente, la Cámara le informó que tenía que retirarse. Como para 
él el cargo que ocupaba era algo muy importante porque lo había ejercido durante muchos años, renunció a la 
banca o lo declararon cesado directamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón por la digresión, pero para mí -no soy un especialista constitucional-, 
lo relativo a la cuestión docente refiere a profesores universitarios y, sin embargo, acá se ha extendido 
al resto de los profesores, aunque no cobren sueldo. 


SEÑOR AGUIRRE.- Conviene leer lo que dice Justino Jiménez de Aréchaga en "La Constitución 
Nacional"; cuya parte que refiere al Poder Legislativo se volvió a reeditar en las ediciones que autorizó 
su viuda, cuando la visitamos con el doctor Tarigo, en 1989, después del homenaje que se le hizo a 
Justino Jiménez de Aréchaga al cumplirse 40 años de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, de la que había sido corredactor. En el Tomo II de la edición del Senado -esa de tapas 
blancas al que he hecho anotaciones con la autorización de la viuda y de las hijas- está muy analizado 
el tema de las incompatibilidades y el del profesorado universitario. En esa obra, Jiménez de Aréchaga 
critica una iniciativa del doctor Héctor Payssé Reyes de cuando era legislador, que había querido 
ampliar el régimen de las incompatibilidades, precisamente por la situación de los profesores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un gusto haberlo tenido aquí. 
SEÑOR AGUIRRE.- Ha sido un gusto para mí. 

(Se retira de Sala el doctor Gonzalo Aguirre) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Haremos un breve intermedio. 
(Es la hora 16 y 34) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 16) 


La Comisión de Asuntos Internacionales tiene el honor de recibir al Senador José Korzeniak, en 
su calidad de constitucionalista. 


El tema que nos ocupa es el Protocolo Constitutivo del Parlamento del MERCOSUR, y la preocupación de 
quienes han solicitado la presencia del Senador Korzeniak tiene que ver con la constitucionalidad o no de 
dicho Protocolo. 


SEÑOR KORZENIAK.- En primer lugar, quiero decir que lo ideal sería que los señores Diputados 
formularan las preguntas que consideraren vitales, porque alrededor de la hora 16 y 40 tengo que estar 
presente en la sesión del Senado, porque empezó a la hora 16. De todos modos, haré una breve 
introducción de quince o veinte minutos, y luego estoy a la orden para contestar preguntas. 


Para mí es un honor que la Cámara de Diputados me convoque -es la segunda vez que esto ocurre- en mi 
condición de estudioso del derecho constitucional; es un honor porque siempre se parte de la base de que si 
una persona está en la vida política -yo integro el Senado- difícilmente se desprenda de sus convicciones 
políticas. No sé si todos me creen; en mi Partido sí todos me creen porque ha habido más de una experiencia 
polémica a este respecto. Quiero que sepan que yo no interpreto la Constitución por conveniencia política o 
personal; para mí juegan las reglas técnicas, convenga o no convenga, y más de una vez he tenido problemas 
dentro de mi fuerza política por esa razón. No solicito que me crean, pero es así. Tengo anécdotas al respecto, 
y las cuento con orgullo. Un viejo abogado -tan viejo como yo-, el doctor Américo Ricaldoni, que fue 
Senador, me vigiló durante diez años en el Senado para ver si me contradecía en algo entre lo que decía allí y 
lo que decía en los cursos de Derecho Constitucional. Y tengo el orgullo de decir que al irse me confesó que 
no había podido encontrar contradicciones. 


Entrando en el tema en consideración, quiero decir que hay un aspecto que hace presumir lo que voy a 
Opinar, y es que yo estaba integrando el Senado en el momento en que fue aprobado este Protocolo. 
Técnicamente, se trata de un Tratado; la palabra "Protocolo" se usa para aquellos Tratados o Convenciones 
internacionales que acceden a uno más importante, central o anterior. Este Protocolo fue, en primera 
instancia, al Senado y ahora se encuentra en la Cámara de Diputados para su aprobación; yo lo voté 
favorablemente. Inclusive, el tema de la constitucionalidad fue tratado, no muy a fondo, en las Comisiones de 
Constitución y de Asuntos Internacionales. 


Creo que este Protocolo no implica ninguna violación constitucional, en primer lugar, porque el tema de la 
constitucionalidad o de la inconstitucionalidad de los tratados internacionales es muy amplio y tiene que ver 
con la concepción de la soberanía que se tenga en cada país. Todo tratado internacional, en términos reales, 
limita en algo la soberanía de un país, si se entiende por soberanía aquel concepto absoluto de que los países 
hacen lo que quieren. Sin embargo, cuando hacen un tratado contraen obligaciones con otro país y, por tanto, 
en ese sentido hay una limitación de la soberanía. Pero como esas limitaciones -es lo que dicen todos los 
internacionalistas y constitucionalistas- son aceptadas por el país, soberanamente, mediante leyes que dictan 
sin que les sean impuestas de fuera, técnicamente se entiende que no hay limitación de soberanía. Hans 
Kelsen dice que la soberanía de los países es relativa; dice que la única soberanía absoluta es la del derecho 
internacional, que no tiene por encima un orden jurídico que lo determine. Ese es un problema teórico muy 
genérico, que se da en este tratado y en cualquier otro. 


Este Tratado o Protocolo -si así lo quieren llamar; así se denomina oficialmente-, crea un nuevo órgano en el 
MERCOSUR. Ese nuevo órgano, obviamente, no está previsto en las normas anteriores del MERCOSUR, en 
el Tratado original y en los Protocolos siguientes y, por consiguiente, fue necesario que viniera al Parlamento 
como si fuera un nuevo Tratado aunque, reitero, por acceder a un Tratado marco del MERCOSUR se le llame 
Protocolo. 


Sería inconstitucional si este Parlamento hubiera sido creado por las actuales autoridades del MERCOSUR 
sin aprobación parlamentaria de Uruguay y de los demás países. En ese caso, por una cuestión de 
procedimiento, sería inconstitucional, porque se crearía un nuevo órgano no previsto en las normas de los 
Tratados que Uruguay, soberanamente, ha firmado en materia de MERCOSUR. 


Por lo tanto, formalmente, el Tratado cumple con las reglas del numeral 20 del artículo 168 y del numeral 7* 
del artículo 85 de la Constitución -si la memoria no me falla- que son los que regulan cómo se hace un 
tratado internacional en tres etapas. La primera de ellas es la de suscripción por parte del Poder Ejecutivo - 
esto fue suscrito en setiembre de 2005-, la segunda es la de aprobación -no ratificación, como suele decirse- 
por parte del Parlamento, que es la ley que lo aprueba, y la tercera es la de ratificación por el Poder Ejecutivo, 
que todavía no se ha producido. 


Una cuarta etapa que no está prevista en la Constitución es el canje de ratificación o depósito de ratificación. 
Eso lo prevén el derecho internacional y los propios tratados. 


Se están cumpliendo todos los procedimientos. Claro, si la Cámara de Diputados no lo aprobara o el Senado 
no lo hubiera aprobado, sería inconstitucional por razón de forma, pero se supone que la pregunta que debería 
formularse es si el contenido del Tratado es contrario a la Constitución, y no si la forma por la cual se está 
aprobando es contraria a la Constitución. ¿Y cuál es el contenido de este Tratado? Crea un Parlamento. El 
Parlamento del MERCOSUR previsto acá habla de etapas y de fases dentro de cada etapa, pero vamos a 
tratar de avanzar en la exposición 


Hay dos etapas importantes. La primera iría hasta 2010 -si mal no recuerdo-, y de acuerdo con ella el 
Parlamento del MERCOSUR estaría integrado por dieciocho Representantes de cada uno de los países 
miembro, designados y no electos; designados en cada país. Me parece que a nadie se le puede ocurrir que 
esa etapa sea inconstitucional, porque si nosotros lo verificamos, no tendría demasiada diferencia con la de 
un Órgano ya existente, que es la Comisión Parlamentaria Conjunta. Una cantidad de personas designadas por 
cada uno de los países integran un órgano. Acá habría un órgano que se llamaría Parlamento del 
MERCOSUR, con personas designadas por cada país, en un sistema igualitario. Ya después entraríamos en 
otras etapas en las cuales esas personas que son miembros del MERCOSUR, representando a cada uno de sus 
países miembro, serían electas en condición de pronunciamiento de los cuerpos electorales respectivos. Yo 
creo que nada hace pensar que la Constitución uruguaya diga en alguna parte, o que se deduzca de ella, que 
cuando se eligen gobernantes no se pueden votar también personas para integrar un Parlamento o cualquier 
órgano que tenga integración de distintos países. Es más: hoy en día la Constitución no prohíbe a Uruguay 
que este haga una votación para elegir sus representantes dentro de la Comisión Parlamentaria Conjunta. Esto 
ocurre en Uruguay con los Concejos Vecinales; hay fuerzas políticas que piden a la Corte Electoral que 
controle. En lugar de hacerlo por designación se les ocurre hacer elecciones. Esto no solo lo hace el Frente 
Amplio sino que lo han hecho varias fuerzas políticas en distintos lugares. Y a nadie se le ha ocurrido que eso 
sea contrario a la Constitución. 


Quiere decir que la circunstancia del abstracto, de que Uruguay envía a un órgano del MERCOSUR personas 
electas popularmente, no está para nada vedado por la Constitución. ¿Qué es lo que la Constitución 
establece? Que el voto debe ser secreto y obligatorio, en principio, porque como es sabido, hay algún tipo de 
votación en Uruguay en el que el voto no es obligatorio, como las elecciones internas, a pesar de que el 
artículo 77, en uno de sus numerales, proclama como base del sufragio el voto secreto y obligatorio. Esto se 
ha admitido, aunque el tema se puede discutir. Pero ¿por qué no podría decirse que es inconstitucional que en 
las elecciones internas de los partidos el voto no sea obligatorio? Porque la propia Constitución incorporó una 
disposición transitoria en 1996 que establece que el voto en las elecciones internas no es obligatorio. Por lo 
tanto, nadie podría decir que es inconstitucional una votación que la propia Constitución dice que no es 
obligatoria. Me parece que sería un enredo inútil. 


Lo que la Constitución dice es cómo se vota en Uruguay, que el voto es obligatorio y secreto, y establece los 
principios fundamentales en las votaciones, como la representación proporcional para distribuir los cargos 
entre los partidos, que es otro de los principios del artículo 77. ¿Qué norma de este Tratado puede violentar 
eso? Los miembros tuvieron en cuenta estos temas cuando acordaron -en grupos de trabajo técnico- que el 
Tratado contuviera artículos -ustedes los pueden encontrar acá- que dijeran que las elecciones se hacen de 
acuerdo con las legislaciones internas de cada uno de los países. Es decir que se hacen elecciones para 
integrar un Parlamento del MERCOSUR de acuerdo con las legislaciones internas de cada uno de los países. 
Ahora, si nosotros tuviéramos que hacer una elección por reglas no determinadas por Uruguay podría haber 
inconstitucionalidad. Por ejemplo, si en este Tratado se dijera que el voto para elegir a los representantes del 
Parlamento del MERCOSUR será público y no secreto, por supuesto que se estaría yendo contra la 
Constitución. Pero el Tratado se preocupa de establecer que la elección se hace de acuerdo con la legislación 
de los países. 


Por otra parte, si se mira con cuidado, no hay ninguna norma que establezca qué representación que va a 
tener cada país en ese Parlamento del MERCOSUR porque, más que un problema de constitucionalidad, 
podría haber un problema de mérito o de oportunidad. ¿Conviene a Uruguay integrar un Parlamento en el 
cual siempre las decisiones las van a tomar los otros, porque Uruguay va a tener muy poquitos 
representantes? Si se lee bien, no está previsto cuántos miembros van a ser. Lo que sí está previsto es que se 
van a elegir de acuerdo con las legislaciones internas y seguramente va a haber una fuerte negociación 
cuando se comience con esa etapa, aunque todavía no se ha hecho. Esa negociación no sé si ha empezado; 
supongo que sí. Pero no se ha establecido cuántos van a representar a cada uno de los países. Sí se puso una 
cláusula, que es muy inteligente y sabia, pensando en la posibilidad de esos problemas, en la que se 


establecen cuáles son las diferentes mayorías que existen. Es una cláusula bastante compleja, que figura en el 
artículo 15 del Tratado en la que se distinguen mayorías simples, mayorías calificadas, mayorías especiales; 
en fin, son cuatro tipos. Ahí se ponen disposiciones -si se estudia con cuidado se verán- por las cuales 
prácticamente va a ser imposible que uno o dos países, e inclusive tres, puedan sacar decisiones del 
Parlamento del MERCOSUR sin que haya un consenso verosímil, razonable. De todas formas, este no es un 
tema de constitucionalidad; este tema es de oportunidad, mérito o conveniencia. ¿Nos conviene ir a un 
Parlamento en el que vamos a tener esas dificultades? 


Por otro lado, se ha dicho: "Bueno, las decisiones que se tomen en ese Parlamento, la Constitución dice que 
se toman en el Parlamento uruguayo". Por ejemplo, una recomendación en materia comercial. Si se examina 
bien se verá que las decisiones son informes, opiniones, recomendaciones, decisiones de procedimiento, pero 
finalmente tienen que ir a los órganos ejecutivos del MERCOSUR para que valgan para todos los países. No 
es el Parlamento el que dicta su resolución, obligatoria para los países. Entonces, podría decirse: "Pero, 
¿cómo? ¿Van a andar resolviendo en materias que claramente la Constitución establece que son competencia 
del Parlamento uruguayo, sobre todo en su artículo 85 que tiene los numerales correspondientes? Entonces, 
muchas cosas se van a resolver ahí y no en el Parlamento uruguayo". Y se ha dicho que eso puede ser 
inconstitucional. 


Quiero decir que no, que eso no es así porque si por ejemplo también serían inconstitucionales las decisiones 
que hoy toma el MERCOSUR en materia comercial, aduanera, de tránsito de personas, ya que la 
Constitución uruguaya dice que todo eso es competencia del Parlamento uruguayo. Pero este Parlamento 
uruguayo aprobó un tratado por el cual se crea un MERCOSUR con órganos que toman decisiones en esas 
materias. 


Me parece que el razonamiento es bien sencillo de entender. Si se llegara a la conclusión de que el 
Parlamento del MERCOSUR es inconstitucional porque, aunque no fueran decisiones que directamente se 
aplicaran a Uruguay, tendrían que ver con materias que la Constitución atribuye como competencia al 
Parlamento uruguayo, y pasarían por los órganos ejecutivos del MERCOSUR, entonces Uruguay se tendría 
que ir de las Naciones Unidas y de la OEA. Porque la Asamblea General de las Naciones Unidas toma 
decisiones -¡vaya si importantes!- y Uruguay las tiene que cumplir; el Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas toma decisiones en cuanto al orden y a la seguridad, materias que pertenecen al Poder Ejecutivo 
uruguayo según la Constitución y se tienen que cumplir. Sin embargo, a nadie se le ha ocurrido decir que nos 
limita la soberanía ni que son inconstitucionales. El tema es que la palabra "Parlamento" genera la idea de 
que las leyes, en lugar de hacerse acá, en el Uruguay, se van a hacer en el MERCOSUR. Y este Protocolo está 
muy lejos de establecer eso; basta leer los artículos que establecen cuáles son sus competencias y las 
disposiciones que refieren a mayorías. Además, basta saber que cuando venga la etapa en que vayan a ser 
electos los ciudadanos de los cinco países para integrar dicho Parlamento, se podrá establecer una solución 
que habrá que estudiar en su momento. 


Entonces, refiriendo al tema de la constitucionalidad alguien podría preguntarse: ¿es que el MERCOSUR fue 
creado con el objetivo de establecer órganos de tipo más bien político, como sucede en el marco de los 
Parlamentos o fue un Tratado para establecer una unión aduanera y económica? ¿Por qué ahora aparece la 
institucionalización de un Parlamento? 


Desde el punto de vista constitucional, no estoy diciendo que le han cambiado el rumbo al MERCOSUR. Ese 
es otro tema. Estoy diciendo que, si fuera cierto que se está ampliando lo que se pensó hacer cuando se creó 
el MERCOSUR, se está haciendo por una vía que es la que prevé la Constitución para los tratados 
internacionales y no por un procedimiento escondido. No es un órgano del MERCOSUR el que está creando 
el Parlamento del MERCOSUR. Es un nuevo tratado que está creando un órgano que, sin dudas, va a ser 
importante. 


Me parece que la explicación es sencilla. Si, por ejemplo, la Comisión Parlamentaria Conjunta, que está 
prevista y creada por otros tratados, dijera: "Bueno, a partir de ahora somos un Parlamento y sus miembros 
van a ser electos", por supuesto que sería inconstitucional, porque sería una norma internacional aplicable al 
Uruguay que no cumplió los procedimientos de aprobación parlamentaria. Pero no es así. En este caso, si hay 
una modificación de los fines del MERCOSUR, en realidad, se da a través de la ampliación o la restricción 
de un tratado en virtud de otro tratado, y es constitucional siempre que se apruebe por los procedimientos 
constitucionales. 


Voy a hacer una apreciación de tipo político o sociológico, que no refiere a la constitucionalidad. Me parece 
que el hecho de que se designe a Montevideo como capital del Parlamento mercosuriano es de una gran 
importancia política, estratégica y regional; y más que regional. Hay algunas personas que siempre han 
tenido el sueño de que Montevideo pueda ser la Bruselas de América. No es lo mismo; hay mil razones para 
ello. Pero me resultó una conquista importante en esta negociación que Montevideo sea la capital del 
Parlamento del MERCOSUR. Me imagino que es similar a lo que significa para Estados Unidos de América 
que la sede de las Naciones Unidas, donde se reúne la Asamblea General y el Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas, esté en ese país. No es ninguna casualidad; pero Estados Unidos de América tiene muy 
buenas razones para lograr que ello sea así. Y la verdad es que nosotros no tenemos, por lo menos, razones de 
poder para ello. Sin embargo, así está establecido. Creo que no atender esa circunstancia sería desaprovechar 
una gran oportunidad. 


Por último, me voy a referir a un tema que también ha sido planteado en el ámbito de la constitucionalidad. 


Hay disposiciones de la Constitución que establecen las reglas básicas en materia de elecciones nacionales; 
por ejemplo, las fechas en que se hacen; lo que se elige ese día; la segunda vuelta electoral que se incorporó 
en 1996; en qué fecha se hace esa segunda vuelta; cuándo se hace; las elecciones municipales en una 
instancia separada; todo eso está en la Constitución. Naturalmente que el modo de ejercer el sufragio no está 
en la Constitución en sus detalles, sino en las leyes electorales que se han dictado en el Uruguay -tienen 
rango de ley- en 1924, 1925 y un par de decretos-ley que le dieron nueva redacción a las anteriores, pero que 
son más o menos las mismas normas: cómo se aplica la representación proporcional; cómo se hacen los 
escrutinios; cómo se forman las mesas electorales. Todo eso tiene rango legal. 


De manera que para que este Protocolo fuera inconstitucional tendría que establecer normas que 
contradijeran a la Constitución y si las hubiera, lo que tendría que hacer el Uruguay, si acordara este tratado, 
sería reformar su Constitución para que se pudiera cumplir. Acá hay un compromiso de adaptar la legislación 
interna; la palabra "legislación", en materia internacional, se usa en sentido amplio. Entonces, si hubiera 
incompatibilidades a nivel de la legislación que, a mi juicio, no las hay, habría que proceder a una reforma en 
caso de que este Tratado fuera aprobado. Sí se modifican normas de la legislación electoral uruguaya. Como 
todos saben, hasta las resoluciones de la Corte Electoral que establecen los detalles más mínimos, como los 
colores y los números de las listas, los tamaños de las hojas de votación, etcétera, están reglamentadas por ley 
o por reglamento de la Corte Electoral, y eso seguramente habrá que modificarlo. Adecuar la legislación 
electoral uruguaya es un compromiso que está en el Tratado. Por ejemplo, se puede establecer que el día en 
que se elijan Presidente, Diputados y Senadores, también se vote a los Diputados por el MERCOSUR. Esto 
naturalmente requiere una legislación, y el Tratado lo prevé. 


Estas son las razones por las que entiendo que este Tratado no viola la Constitución ni la soberanía uruguaya. 
Naturalmente, los negociadores uruguayos deberán tener sumo cuidado cuando se instrumente la etapa 
siguiente con propuestas del propio Parlamento del MERCOSUR, que se va a instalar -creo que en 
diciembre- con una representación igualitaria de los países, ya que Brasil, Argentina, Uruguay, Paraguay y 
Venezuela tendrán dieciocho miembros cada uno. Habrá que tener un cuidado especial para que la etapa de 
elecciones no violente nuestros principios constitucionales ni implique algo que no nos convenga; en ese 
caso, estamos en condiciones de no aceptarlo; dependerá de la prudencia y de la sabiduría con las que 
Uruguay se maneje, como sucede en todo acuerdo internacional. 


SEÑOR TROBO.- Agradecemos al doctor Korzeniak su presencia en la Comisión de Asuntos 
Internacionales. Lo invitamos en su condición de profesor de Derecho Público, sin perjuicio de lo cual 
tenemos en cuenta sus opiniones políticas, ya que también algunos otros catedráticos nos han expuesto 
su posición. 


En el numeral 12 del artículo 4, los párrafos segundo, quinto y sexto reglan procedimientos a seguir por el 
Poder Ejecutivo o por el Parlamento del Uruguay que no están establecidos en la Constitución. ¿Le parece 
que esas normas son constitucionales o inconstitucionales? 


SEÑOR KORZENIAK.- Cuando se analizó la constitucionalidad del proyecto, este artículo fue 
estudiado con mucha detención. Quiero decir que hubo varios seminarios académicos sobre esto, 
además de las tareas parlamentarias, y este fue un artículo que se estudió muy bien. 


El numeral 2 del artículo 4, que refiere a las competencias del Parlamento, establece: "Velar por la 
preservación del régimen democrático en los Estados Partes, de conformidad con las normas del 
MERCOSUR, y en particular con el Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Democrático en el 
MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile". 


Quiero decir que Uruguay ya ha adherido a este compromiso de velar por la democracia de los países. Es 
más: si Venezuela no tuviera un régimen democrático, Uruguay no podría haberlo aceptado como miembro 
pleno del MERCOSUR. Son las llamadas cláusulas de democracia que ya están vigentes. 

SEÑOR TROBO.- Disculpe, yo me refería al numeral 12 del artículo 4. 

SEÑOR KORZENIAK.- ¿Usted quiere conocer mi opinión acerca del establecimiento de plazos? 


SEÑOR TROBO.- Exactamente. 


SEÑOR KORZENIAK.- Uruguay se compromete a cumplir determinados plazos para su trabajo 
interno. El numeral 12 del artículo 4 establece: '"Con el fin de acelerar los procedimientos internos 
correspondientes de entrada en vigor de las normas de los Estados Parte, el Parlamento" -se refiere al 
Parlamento del MERCOSUR- "elaborará dictámenes sobre todos los proyectos de normas del 
MERCOSUR que requieran aprobación legislativa en uno o varios Estados Parte, en un plazo de 
noventa días (90) de efectuada la consulta [...]". 


Es el Parlamento del MERCOSUR el que tiene que elaborar, no decisiones sino dictámenes. En derecho hay 
una diferencia entre el dictamen, que es un parecer, una opinión, y la decisión, que es una resolución sobre un 
punto. Esto coincide con la condición del Parlamento del MERCOSUR, que no es decisorio, sino un órgano 
deliberativo, opinador. Entonces, el plazo que está establecido es para el Parlamento del MERCOSUR. En el 
funcionamiento de los órganos de las Naciones Unidas hay cantidad de plazos. En las Comisiones de 
Derechos Humanos de Ginebra y en las Comisiones Interamericanas también hay procedimientos con plazos. 


SEÑOR TROBO.- ¿Me permite una interrupción? El segundo párrafo de este numeral 12 dice: "[...] la 
norma deberá ser remitida por cada Poder Ejecutivo nacional al Parlamento del respectivo Estado 
Parte [...]", o sea que obliga a hacer eso en un plazo de cuarenta y cinco días. 

SEÑOR KORZENIAK.- Yo hablaba del plazo de los noventa días. 

En el segundo párrafo se establece: "Si el proyecto de norma del MERCOSUR es aprobado por el órgano 
decisorio, de conformidad con los términos del dictamen del Parlamento, la norma deberá ser remitida por 


cada Poder Ejecutivo nacional al Parlamento del respectivo Estado Parte, dentro del plazo de cuarenta y 
cinco (45) días, contados a partir de dicha aprobación". 


No sé si el señor Diputado Trobo tiene dudas acerca de este plazo de cuarenta y cinco días. 


SEÑOR TROBO.- Sí, acerca de esa obligación que se establece al Poder Ejecutivo de enviar dentro de 
los cuarenta y cinco días al Parlamento Nacional aquella decisión... 


SEÑOR KORZENIAK.- Es absolutamente ajustado a la Constitución. 
SEÑOR TROBO.-- ¿Y si el Poder Ejecutivo no lo cumple? 
SEÑOR KORZENIAK.- No estaría cumpliendo con esta cláusula. 


SEÑOR TROBO.- Entonces, ¿se denuncia el Tratado por parte de los socios? 


SEÑOR KORZENIAK.- Hay una responsabilidad internacional. 


El Poder Ejecutivo no tiene un plazo establecido para enviar Mensajes al Parlamento acerca de Tratados que 
haya suscrito, pero tiene todas las facultades para autolimitarse y decir "Lo voy a enviar en un plazo de 
cuarenta y cinco días". Si se pone de acuerdo con los otros países y si el Parlamento uruguayo lo aprueba, lo 
incorpora como una ley interna. 


Es más: el Parlamento uruguayo -si este Protocolo se aprueba, va a valer como ley uruguaya- ha dictado 
muchas normas fijando plazos al Poder Ejecutivo, y nadie ha dicho que sean inconstitucionales. En muchas 
leyes se establece: "El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley dentro de los ciento veinte días de dictada". Ese 
es un plazo que el Parlamento uruguayo pone al Poder Ejecutivo que nadie impugna por inconstitucional, a 
pesar de que la Constitución en el numeral 4”) del artículo 168, cuando dice que el Poder Ejecutivo 
reglamentará las leyes, no le pone plazos. Si este Tratado es aprobado, será una ley que le estará diciendo al 
Poder Ejecutivo: "Usted tiene que mandar esto dentro de cuarenta y cinco días". 


Reitero: nunca en Uruguay ha sido objeto de una impugnación de inconstitucionalidad una norma legal que 
haya impuesto un plazo al Poder Ejecutivo. Nunca, no existe, ¡y vaya si hay cientos de leyes que establecen 
plazos al Poder Ejecutivo! Por lo tanto, yo no creo que en esto haya inconstitucionalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el Poder Ejecutivo no cumpliera el plazo, ¿cuál sería la pena? No hay 
ninguna pena. 


SEÑOR KORZENIAK.- Sanciones no hay, pero puede haber responsabilidad internacional. Los otros 
países podrían reclamar a Uruguay porque se había comprometido a hacer esto y no lo hizo. Yo estoy 
hablando jurídicamente. Se supone que el Poder Ejecutivo tiene que remitir esto en cuarenta y cinco 
días -si se aprueba esto, además de ser un Tratado internacional será una ley- y que el Ministro 
respectivo es el de Relaciones Exteriores. Entonces, seguramente sea el Poder Ejecutivo con el Ministro 
de Relaciones Exteriores el que lo envíe. 


Por su parte, el Parlamento, si quiere y tiene los votos, puede interpelar y hacer responsable políticamente al 
Poder Ejecutivo por no haber cumplido con esto, del mismo modo que puede hacerlo responsable cuando le 
manda reglamentar una ley en sesenta días y no lo hace. 


Lo que no entiendo es por qué la posibilidad de que una ley, como sería esta, imponga al Poder Ejecutivo un 
plazo, da lugar a dudas acerca de su inconstitucionalidad cuando hay cientos de leyes en Uruguay que le han 
impuesto plazos al Ejecutivo y nadie ha sostenido que sean inconstitucionales. 


Una vez, por la década del cincuenta, se dio un caso de inconstitucionalidad, pero fue rechazado. El Poder 
Ejecutivo -que había organizado un sistema de reuniones con los sectores sociales- no pudo reglamentar en 
plazo una ley que se refería a muchos sectores sociales. Como no lo hizo, uno de los sectores sociales que se 
sintió perjudicado por la reglamentación, planteó la inconstitucionalidad, pero no contra el plazo puesto por 
el Parlamento sino porque el Poder Ejecutivo no había cumplido. Así que no tiene que ver con esto. De todas 
maneras, puede haber responsabilidad si a alguien se le ocurre decir: "Pero, ¿cómo? Ustedes se 
comprometieron a mandar esto y no lo hicieron". 


Quiero aclarar algo. En el momento en el que este artículo se estuvo elaborando, hubo una propuesta -que si 
no recuerdo mal, era de Paraguay- por la que, si no me equivoco, se le ponía un plazo al Parlamento 


uruguayo, no al Poder Ejecutivo. Como precisamente hubo objeciones de inconstitucionalidad, se sustituyó 
por este largo artículo. 


SEÑOR TROBO.- Mi próxima pregunta estaba referida precisamente a los numerales 5 y 6. El quinto 
dice cuánto tiene que cumplir de plazo todo el procedimiento y el sexto, fija plazo al Parlamento. 


SEÑOR KORZENIAK.- Sí, pero establece cuál es la consecuencia, y permite al Parlamento aprobar, 
no aprobar, no decir nada o rechazar. 


SEÑOR TROBO.- No, no permite no decir nada. 


SEÑOR KORZENIAK.- Sí. 


SEÑOR TROBO.- Lo que dice es que deberá ser reenviada al Poder Ejecutivo para que la presente a la 
reconsideración. 


Hay un capítulo de la Constitución que establece las relaciones entre el Poder Ejecutivo y el Poder 
Legislativo. Allí se establecen plazos y hay un procedimiento excepcional, que es el de urgencia, para el 
tratamiento de determinadas leyes, con consecuencias. El Parlamento no está sometido u obligado a tratar un 
proyecto; puede aprobarlo, puede archivarlo. En este caso, está obligado a devolverlo; no puede archivarlo. 


SEÑOR KORZENIAK.- Si el Parlamento no lo aprueba, está asumiendo el deber de reenviarlo al 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR TROBO.- Mi pregunta es la siguiente: ¿se le puede establecer al Parlamento la obligación de 
hacer algo que la Constitución no le establece para otro tipo de normas de mucho mayor jerarquía? O 
sea, ¿ puedo decir, por ley, que voy a mandar una iniciativa de vuelta si no la quiero aprobar? Ya no es 
una ley, es una decisión. 


Quiero saber su opinión en cuanto a si usted cree que el hecho de que el Parlamento esté obligado a devolver 
algo, que en el caso de las leyes no está obligado a hacerlo, es contrario a la Constitución o no. 


SEÑOR KORZENIAK.- No creo que sea para nada contrario a la Constitución. Es más: hay 
numerosos tratados internacionales en los que el Estado uruguayo asume obligaciones de su 
Parlamento. Por ejemplo, hay un argumento que utilicé en un seminario -y recuerdo que obtuve una 
sola respuesta, de un profesor que era de finanzas, no de Derecho Internacional-: aquí el Parlamento 
uruguayo se está obligando a adecuar la legislación de Uruguay a las normas de elección nacionales y a 
nadie se le ocurrió decir que eso sea contrario a la Constitución. En el tratado internacional en el que 
se condena la tortura -y en todos los tratados de derechos humanos, como el Pacto de San José de 
Costa Rica, la Declaración de la Asamblea General de las Naciones Unidas-, se dice que los países están 
obligados a adecuar su legislación y a definir la tortura de acuerdo con los cánones establecidos en el 
tratado, y a nadie se le ocurrió decir que eso fuera inconstitucional. 


Ayer aprobamos un tratado sobre refugiados y un artículo -el 47- de aplicación directa del derecho 
internacional en el Uruguay se sustituyó por otro -fui uno de los impulsores y Abreu, el otro- para que se 
tuviera en cuenta que hay que dictar una legislación interna que se adecue al tratado antes de aplicarlo en el 
Uruguay. Nadie impugnó eso pensando que era inconstitucional. 


Es decir que, habitualmente, los tratados internacionales en temas delicados -hoy día está un poco de moda 
dar el carácter de delicado a los temas de derechos humanos, pero pueden ser otros- dicen que los Estados 
Parte adecuarán sus legislaciones nacionales. Eso supone un deber para el Parlamento de ese país que no está 
en la Constitución. La Constitución tiene normas genéricas. Por ejemplo, el numeral 3 del artículo 85 habla 
de expedir leyes relativas a la seguridad, al comercio, a los derechos humanos, etcétera, pero no habla de 
expedir leyes para cumplir deberes internacionales, y esa es una obligación que Uruguay asume 
prácticamente en todos los tratados que celebra, incluyendo el que dio origen al MERCOSUR y nadie pensó 
que era inconstitucional. 


Si se lee el Tratado que dio origen al MERCOSUR, se verá que los países se obligan a ir quitando los 
aranceles aduaneros, en un proceso gradual -como recordarán-, porque cada país trataba de hacer una reserva 
de los productos sensibles. Pero como muchos de los aranceles están fijados por ley, el Parlamento uruguayo 
se estaba obligando a dictar leyes para quitarlos; hubo derechos de importación que, por ley, se fueron 
quitando. Bueno, no es un argumento definitivo, pero a nadie se le ocurrió pensar que eso era 
inconstitucional. 


Quiero decir algo que pude verificar en reuniones académicas, entre profesores, muchos de los cuales nada 
tienen que ver con la vida política de este país o, por lo menos, no son militantes: antes de empezar a exponer 
ya era previsible quiénes iban a decir que era constitucional y quiénes, que era inconstitucional. Los 
partidarios de un Parlamento mercosuriano, todos, dijeron que estaba de acuerdo con la Constitución. Yo me 
cuento entre ellos porque me pareció que efectivamente no la viola. Pero los que son contrarios al Parlamento 
del MERCOSUR, que tienen por base un concepto de soberanía muy clásico -que ya estaba superado en 


Uruguay por la adhesión a la OEA, a las Naciones Unidas, a los organismos de derechos humanos-, era 
previsible, y así ocurrió, que dijeran que era inconstitucional. No es bueno eso porque... 


SEÑOR TROBO.- No es bueno que opinen que es constitucional porque piensan que es bueno. Lo 
bueno es ver qué dice la norma y qué entiende un profesor desde el punto de vista jurídico, y es por eso 
que queremos una opinión, por supuesto. 


SEÑOR KORZENIAK.- Esta es la opinión que he dado, con los argumentos, que se compartirán o no. 


Quiero agregar una última cosa: yo hice el examen de los aspectos constitucionales y también hice algunas 
consideraciones que no eran sobre eso, pero creo que en esas oportunidades dije expresamente que no estaba 
hablando de la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda constancia de eso. 


SEÑOR KORZENIAK.- Lo digo porque el tema me interesa y porque todos podemos subjetivizar. Yo 
trabajo en esto desde hace muchísimo tiempo. Trabajé en la creación del Parlamento del MERCOSUR 
en un seminario que se realizó hace cuatro años en el Uruguay y muchos de estos problemas de la 
constitucionalidad los planteé yo y otros de diversos países. Entonces, uno teme dejarse llevar por el 
enamoramiento de una idea que compartió y por eso quería contarlo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia y que haya aceptado la invitación. 
(Se retira de Sala el señor Senador Korzeniak) 


SEÑOR TROBO.- Hay un aspecto que tiene que ver con el Tratado sobre el que me interesa que la 
Comisión consiga la información más precisa posible para que pueda formar parte del acervo - 
digamos- en la formulación del informe. 


El artículo 12 refiere al régimen de prerrogativas e inmunidades del Parlamento y los integrantes del 
Parlamento del MERCOSUR. Y el artículo 21 que establece la sede, determina que se firmará un acuerdo de 
sede en el que se definirán las normas relativas a privilegios, inmunidades, exenciones del Parlamento, de los 
parlamentarios y demás funcionarios de acuerdo con las normas del derecho internacional vigente. 


Mi propósito es conocer, a través de un documento que eventualmente nos envíe la Cancillería -que supongo 
que es la organización acreditada para darnos una información cabal en ese sentido-, cuáles son las 
características de las prerrogativas, de las exenciones de los parlamentarios y demás funcionarios que 
formarían parte de un acuerdo sede, en la medida en que se está refiriendo a normas del derecho internacional 
vigente. Luego, el acuerdo podrá tener más o menos, pero básicamente lo que queremos saber, para cuando 
se trate el proyecto en Cámara, es en qué calidad y de acuerdo con qué tipo de prerrogativas y beneficios 
vinculados a exoneraciones tributarias, a libertad de importación, a utilización de determinados beneficios 
que le están dados a los funcionarios internacionales, ingresarían los funcionarios del Parlamento y los 
parlamentarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomamos nota y lo vamos a trasmitir a Cancillería. 


Debo informar que lamentablemente no voy a poder estar presente cuando se lleve a cabo la discusión. Pero a 
los efectos de cumplir con todas las formalidades -más allá de que se ha convocado una sesión extraordinaria 
a tal efecto-, quiero proponer que esta Comisión se reúna el martes a la hora 14 y 30 -antes de la sesión de 
Cámara, que es a la hora 16- para cumplir con la formalidad de las votaciones que correspondan al mismo. 


SEÑOR TROBO.- Voy a formular una pregunta de procedimiento. Si nos reunimos el martes, antes del 
tratamiento del proyecto, no tendremos tiempo de repartir los informes. La pregunta es: ¿cuál es el 


último plazo en el que nosotros podríamos presentar un informe para que se reparta? 


SEÑOR SECRETARIO.- Sería el lunes. Habría que hablar con la Secretaría de la Cámara para que 
ese mismo día se haga y se reparta el informe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión tiene acuerdo político... 


SEÑOR TROBO.- Por el tema de que se trata, creo que conviene convocar a la Comisión, de manera 
que podamos presentar los informes y sean repartidos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, convocamos a la Comisión para el lunes a la hora 14 y 30. 


SEÑOR TROBO.- Es probable que recibamos informalmente, por correo electrónico, un informe 
escrito. Creo que también se puede utilizar como elemento de juicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone que se incorporen al acta los informes escritos que se 
reciban. La idea es tener el material a disposición de todos. 


(Apoyados) 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


